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INTRODUCCIÓN 

La facultad constitucional que tienen la Contraloría General de la República, las contralorías 

departamentales, municipales y distritales en su artículo 268 numeral 8 y 272 donde se les  otorga 

a los representantes legales de este ente de control, la potestad de exigir bajo el principio verdad 

sabida y buena fe guardada la suspensión inmediata de funcionarios públicos mientras culminan 

sus investigaciones de tipo penal, disciplinaria o fiscal, ha generado la necesidad de investigar si 

las suspensiones con fundamento a este principio exigidas por las contralorías con jurisdicción en 

el Departamento de Santander en los periodos 2015 a 2022 son coherentes con su régimen 

constitucional.   

Para cumplir con nuestro propósito, en esta monografía se tendrá como punto de partida la 

historia del principio verdad sabida y buena fe guardada y su introducción en el derecho 

colombiano, así mismo como ha sido su desarrollo legal y jurisprudencial a través de las diferentes 

cortes, además se revisan las diferentes suspensiones que durante el periodo en estudio (2015-

2022) se han efectuado en el departamento de Santander por parte de las contralorías territoriales 

para evaluar la argumentación a la hora de invocar el principio en estudio. 

Por otra parte, dada la importancia de la aplicabilidad de este principio se estudiará si al 

funcionario que le fue aplicado este principio y resulta absuelto a las investigaciones por la cual 

fue suspendido, tiene el derecho a demandar al Estado con el fin de reparar los perjuicios que le 

fueron ocasionados, y conocer las repercusiones que recaería sobre el contralor territorial quien 

exigió dicha suspensión. 

 Al concluir este trabajo, esperamos haber logrado los objetivos trazados de acuerdo con la 

metodología planteada los cuales se verán reflejados en las conclusiones. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 
 



6 

 

Capítulo I 

 
LA VERDAD SABIDA Y BUENA FE GUARDADA COMO NORMA JURÍDICA 

 

Del principio de verdad sabida y buena fe guardada, se deriva una competencia legal para los 

órganos de control fiscal (nacional o territorial), con el objeto fundamental de salvaguardar el 

patrimonio público, con eficiencia y eficacia, respetando las garantías constitucionales y legales al 

debido proceso y a la defensa. Existe una clara relación entre la verdad sabida y buena fe guardada 

con el Estado social de Derecho. 

Este principio habilitó al Contralor General de la República y a los Contralores Territoriales 

para suspender a los sujetos de control fiscal, con el fin de que no intervengan más en el tema 

objeto de investigación, ni obstaculicen su desarrollo. Para que el funcionario se pueda suspender 

es necesario que en su contra exista investigación de tipo disciplinaria, penal o fiscal. 

 

1.1.  Antecedentes del Principio verdad sabida y buena fe guardada 

1.1.1. En los albores de la modernidad 

El origen del principio de verdad sabida y buena fe guardada, data en la edad moderna, siglo 

XVI, en el mercantilismo español, donde habitualmente los comerciantes de esa época lo 

aplicaban, para “agilizar la toma de decisiones en la resolución de los conflictos comerciales, con 

sustento en la honradez de los mercaderes”1. 

Este principio era utilizado en la solución de conflictos que involucraban a los mercaderes de 

la época, teniendo en cuenta que la aplicación de este era el cumplimiento de la palabra entre las 

partes, donde contenía un valor agregado, eliminando formalidades jurídicas. 

La importancia de este principio se debía a que servía de base de toda negociación entre los 

comerciantes. Este uso llevó a que en España el principio objeto de análisis se positivara en las 

ordenanzas de Bilbao, las primeras para el año 1531 y posteriormente en el año 1737. Estas últimas 

fueron las más conocidas en las colonias españolas por el intercambio y negociaciones entre 

comerciantes y la metrópoli española. 

                                                 
1  Mahecha Gutiérrez José J. Aplicación del Principio “Verdad Sabida y Buena Fe Guardada” y los derechos 
fundamentales al debido proceso y a la defensa en Colombia. Análisis de caso. Bogotá, 2016. 54 h. Trabajo de grado 
(Abogado). Universidad La Gran Colombia José J. Facultad de Derecho. Disponible en el catalogó en línea de la 
Biblioteca de la Universidad de La Gran Colombia Repositorio. U.grancolombia 
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Respecto de la verdad sabida y buena fe guardada, en las Ordenanzas de Bilbao se evidencia 

que en el proceso de apelación en asuntos mercantiles, el funcionario competente para resolverlo 

era el corregidor (alcalde nombrado por el rey).También se escogía dos mercaderes, quienes 

actuaban bajo juramento como jurados, brindando apoyo de manera transparente e imparcial para 

dar una solución pronta, bajo el principio mencionado.2 Los consulados de la época, también 

hacían uso de este principio para resolver los conflictos de los comerciantes, con el fin de hacer 

expedito, estos procesos sin formalidades del derecho positivo y sin la intervención de abogados.3 

De acuerdo con lo anterior, mediante estas Ordenanzas de Bilbao se positiviza una costumbre 

que existía entre los comerciantes, lo que aumentó la posibilidad de solucionar los conflictos de 

manera breve y eficaz, teniendo como prioridad para los jueces, la determinación de los testigos y 

los juramentos de las partes con el fin de que se sepa la verdad.  Igualmente, el principio de verdad 

sabida y buena fe guardada, fue expresado en las Ordenanzas de Valladolid de 1675, que regulan 

la competencia del subdelegado de la Junta General de Comercio en primera instancia4. 

 

1.1.2.  Recepción en el territorio de Colombia 

Para el 14 de junio de 1795, se creó por primera vez el consulado de Cartagena de indias5, con 

el fin de dotar de una jurisdicción por medio de tribunales especializados en el área de comercio, 

                                                 
2Álvarez Cora Enrique. La buena o mala fe en la tradición jurídica de Castilla. La Oscilación Aequaliter de la Buena 
o Mala fe. Primera edición Madrid 2021. p. 135-138. ISBN 978-84-1377-471-8 -ISBN electrónico 978-841377-555-
5. “1.1. Al cual dicho Corregidor mandamos, que conozca de la dicha 'apelación; y para de ella conocer, y la 
determinar, tomó consigo dos Mercaderes de la dicha 'Ciudad, los que a él pareciere que son hombres de buenas 
conciencias; los cuales hagan juramento de hacer bien, y fielmente en el negocio que hubiere de entender, guardando 
la justicia á las, Partes, y conociendo, y determinando la dicha 'causa por estilo de entre Mercaderes, sin Libelos, ni 
Escritos de Abogados, salvo solamente la verdad sabida y la buena fe guardada como entre, Mercaderes, sin dar lugar 
á luengas de malicia, ni, á plazo, ni a dilaciones de Abogados: ” 
3 Ibid.-“1.4.Por cuanto en dicho Consulado deben determinarse los pleitos, y diferencias de entre verdad sabida, y la 
buena fe guardada por estilo de Mercaderes, sin dar lugar a dilaciones, Libelos, ni Escritos de Abogados, cómo, y por 
las razones que se previene, y manda por dichos Privilegios, y Ley Real, ni guardar la forma, y orden del Derecho: Se 
ordena, que siempre que cualquiera persona pareciere en dicho Consulado a intentar cualquiera acción, no se la 
admitan, ni puedan admitir demandas, ni peticiones algunas, por escrito sin que ante todas cosas el Prior, y Cónsules 
hagan parecer ante sí á las partes, si buenamente pudieren ser habidas, y oyéndolas verbalmente sus acciones, y 
excepciones, procurarán atajar entre ellos el pleito, y diferencia que tuvieren, con la mayor brevedad” 
4 Mahecha Gutiérrez, Op.cit., p 12. “… en los asuntos en que deba entender y conocer procederá breve y 
sumariamente, la verdad sabida y la buena fe guardada, por estilo de mercaderes, sin dar lugar a dilaciones, libelos, ni 
escritos de abogados y sin que tenga en consideración a nulidad de lo actuado, ineptitud de demanda o respuesta, ni 
cualesquiera formalidad ni orden de derecho.” 
5 Castellanos Gómez Enver Federico. Apuntes para la historia de la jurisdicción comercial en Colombia. Herencia 
Colonial aceptada con beneficio de inventario. Lucha republicana por administrar pronta justicia en asuntos de 
comercio: Proyectos y Leyes sobre Tribunales de Comercio de 1824, 1833, 1852, y 1853. El consulado de Cartagena 
en el marco de las reformas borbónicas. Bogotá, 2014. Trabajo de grado (Magister en Derecho). Universidad Nacional 
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para la solución de conflictos de los mercaderes. Se estableció que por regla general se debía 

aplicar el principio de la verdad sabida y buena fe guardada, sin intervención de abogados. 

Debemos recordar que en esa época estábamos bajo el virreinato español, es decir, se 

implementaron las ordenanzas de Bilbao en Colombia. Se da por entendido que así es como llega 

por primera vez el principio a Colombia. 

 

1.1.3. Bajo el Estado de Derecho 

Consolidada la independencia, se encuentra que el 24 de octubre de 1829 el Libertador Simón 

Bolívar, encontrándose en Quito, promulgó el decreto con el que nacionalizó las minas existentes 

en la República6, con el objetivo de garantizar ingresos para el país. En esa decisión, en el capítulo 

2 “la competencia de los jueces en los juicios de minas” o artículo 26, se expresa que los jueces 

deben proceder de manera breve, eficaz, con celeridad para la solución de conflictos, aplicando el 

principio de la verdad sabida y buena fe guardad, aludiendo que el proceso no se puede anular por 

incumplimiento de formalidades no sustanciales.7  

Igualmente, en el artículo 32 se prevé la aplicación del principio de la verdad sabida y buena fe 

guardada haciendo énfasis respecto a las apelaciones de las sentencias definitivas no exceptuadas 

y de los autos interlocutorios, el cual, los jueces deben decidir de manera rápida y con suficiente 

motivación8. 

También del año 1829, se han encontrado registros documentales de la aplicación del principio 

de la verdad sabida y buena fe guardada en una de las cartas que el Libertador Simón Bolívar le 

dejó al General José Antonio Páez. En un apartado de esta carta expresa lo siguiente: “… en todas 

las causas expresadas procederán los jueces de minas, breve y sumariamente, verdad sabida y 

                                                 
de Colombia. Facultad de derecho, Ciencias Políticas y Sociales. Disponible en el catálogo en línea de la Biblioteca 
de la Universidad Nacional de Colombia. Repositorio. U. Nacional 
6 Decreto sobre conservación y propiedad de las minas contra cualquier ataque contra la facilidad de turbarla o 
perderla. Capítulo 2 De los jueces y Juicios de minas [en línea]. Biblioteca Miguel de Cervantes. 
Biblioteca.M.Cervantes 
7Ibíd. “Capítulo 2º De los jueces y juicios de minas (...) Art. 26º En todas las causas expresadas procederán los jueces 
de minas breve y sumariamente, verdad sabida y buena fe guardada, sin que anule los procesos la omisión de algunas 
formalidades no esenciales; en estas causas no habrá fuero alguno.”  
8Ibid. (...) Art. 32º Las apelaciones de las sentencias definitivas no exceptuadas y de los autos interlocutorios se 
concederán según su cuantía, para los respectivos juzgados y tribunales, que las decidirán breve y sumariamente, 
verdad sabida y buena fe guardada, sin admitir nuevos términos para dilatorias ni probanzas. La ejecución de las 
sentencias también se hará breve y sumariamente. 
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buena fe guardada, sin que anule los procesos la omisión de algunas formalidades no esenciales, 

en estas causas no habrá fuero alguno”9. 

Mucho después, el 13 de junio de 1873 se promulgó el Código Fiscal Colombiano mediante la 

Ley 106 de 1873, en cuya sección cuarta se crea el jurado de aduanas, previendo el artículo 344, 

la aplicación del principio la verdad sabida y buena fe guardada, que sería modificado con la Ley 

24 de 188610. 

El 03 de noviembre de 1886, el Consejo Nacional Legislativo decretó la Ley 44 “sobre 

suministros, empréstitos y expropiaciones” en donde crea una comisión para el reconocimiento de 

créditos procedentes de suministros, empréstitos y expropiaciones, en la cual, esta comisión tiene 

la facultad de actuar bajo el principio verdad sabida y buena fe guardada. 11 

 
“Art. 6° La Comisión de que trata el artículo anterior procederá, verdad sabida y buena fe 
guardada, procurando en todo caso que no sean sacrificados los derechos del Fisco ni los 
de los particulares. Ella podrá dictar resoluciones encaminadas a ampliar las pruebas en 
que se apoyan las reclamaciones y pedir los datos e informes que crea convenientes para 
esclarecer los hechos en que estas se fundan.  (...) 
Art. 9. ° Los jueces de primera instancia y la Suprema Corte nacional, con la cual se 
consultarán en todo caso las sentencias dictadas por ellos cuando sean perjudiciales a la 
Nación, estimarán la prueba testimonial y la pericial, según su juicio, verdad sabida y buena 
fe guardada, sin sujeción a la tarifa ordinaria de pruebas, tanto al resolver sobre la 
comprobación de los hechos, como al fijar la cuantía de la reclamación (...)”12 

 
Así mismo, en la Ley 110 de 1912 o “Código Fiscal de Colombia” se consagra este principio, 

para cuando el responsable de rendir una cuenta no lo hace dentro de los términos estipulados, 

caso en el que la Corte fiscal debía dictar un fenecimiento por el monto que ésta creía 

conveniente13. 

                                                 
9 Mahecha Gutiérrez, Op. Cit., p13 repository.ugc.edu.co 
10 Ley 24. Diario Oficial No. 6827. 9 de octubre de 1886. Gobierno Ejecutivo. Bogotá. [en línea] https://Ley 24 de 
1886.verdad sabida y buena fe. Aduanas 
11 Ley 44. Diario Oficial No. 6855. 3 de noviembre de 1886. Sobre suministros, empréstitos y expropiaciones 
Gobierno Ejecutivo.[en línea] https://ley44 de 1886, verdad sabida y buena fe guardada 
12 Ibid. 
13 Ley 110. Diario Oficial No. 14845. 23 de noviembre de 1912. Ministerio de Gobierno. Bogotá. “Si pasado un año 
después del día en que ha debido presentarse una cuenta, ésta no se rindió por el responsable, ni por las personas 
indicadas en los Artículos 416 y 417, ni la Corte tuvo medios de hacerlo por tanteo, ésta, en Sala de Acuerdo, dicta 
auto de fenecimiento, con alcance a cargo del responsable, por el monto que resulte, a juicio de la misma Corte, verdad 
sabida y buena fe guardada.”. [en línea] https://Ley 110 de 1912. Codigo Fiscal de Colombia 
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Ya durante la segunda parte del siglo XX, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 2791 de 

1979 “Por el cual se asignan funciones sobre moralidad administrativa a un Consejero 

Presidencial”14, en donde implementa las funciones correspondientes de guarda y vigilancia de la 

moralidad administrativa, y reguló que en el momento en que un ciudadano instaure una queja 

sobre la inmoralidad administrativa, el Consejero Presidencial debía realizar la respectiva 

investigación del caso, y en el evento, que se compruebe actuaciones violatorias de la moralidad 

administrativa, este deberá actuar bajo verdad sabida y buena fe guardada, conforme a los 

siguientes numerales del artículo 6° del decreto en mención:  

 
“1. Solicitar la declaratoria de insubsistencia del funcionario o funcionarios de libre 
nombramiento y remoción, o la apertura de un proceso disciplinario, según las 
circunstancias de la falta. 2. Solicitar la apertura de un proceso disciplinario si se trata de 
funcionarios pertenecientes a la carrera administrativa. (...).” 

 
Lo anterior, muestra que el principio de verdad sabida y buena fe guardada surge en el Derecho 

mercantil, llega a Colombia durante su vida colonial y es acogido por los comerciantes criollos y 

la República, para trascender a otras disciplinas, en la parte judicial y administrativa. Es decir, que 

el Estado colombiano adoptó esta disciplina con el fin de perseguir la rectitud y honradez de las 

personas en el cumplimiento de las funciones correspondientes. En este entendido, el Estado 

colombiano incorpora este principio en su estructura para que los órganos de control hagan uso de 

la verdad sabida y la buena fe guardada con la finalidad de buscar la veracidad de los procesos de 

responsabilidad fiscal, disciplinarios o penal. 

Hay que recordar que el Estado de Derecho se incorpora en nuestro ordenamiento jurídico, con 

el propósito de una mejor organización del Estado, buscando un equilibrio entre las ramas del 

poder público, con la finalidad de que el poder esté dividido. Una de las características principales 

de este modelo de Estado es el reconocimiento de la división de poderes, donde cada rama tiene 

su independencia y autonomía. Así mismo se brinda a la sociedad seguridad jurídica, se protege la 

democracia y las instituciones velan por la justicia.  

                                                 
14 Decreto 2791. Diario Oficial N. 35399. 9 de noviembre de 1979. Ministro de Justicia. Bogotá. Por el cual se asignan 
funciones sobre moralidad administrativa a un consejero Presidencial. Ministerio de Justicia. [en línea] https://Decreto 
2791 de 1979. artículo 6  
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En consecuencia, el principio de verdad sabida y buena fe guardada dentro del Estado de 

Derecho: es un límite y guía del ejercicio de la función pública y de la resolución de conflictos 

entre comerciantes.  

 

1.2. La Asamblea Nacional Constituyente y la constitucionalización del principio de verdad 

sabida y buena fe guardada 

El 4 de julio de 1991 fue promulgada la actual Constitución Política de Colombia, que destaca 

por incorporar nuevas instituciones, principios y derechos con el fin de proteger la dignidad 

humana. Estos grandes cambios implican una nueva visión, protección y cumplimiento del texto 

constitucional.  

A partir de la cláusula de Estado social de Derecho nace una manera diferente de interpretación 

del Derecho, motivo por el cual se deberá buscar una solución al caso en concreto con especificidad 

de los sucesos. Se destaca del Estado social de Derecho, la libertad que se le otorga a los jueces de 

administrar justicia y el papel que juega los principios, normas constitucionales, en la toma de 

decisiones ante un caso en concreto. 

Los principios constitucionales establecen unos fines, de los que se derivan prescripciones 

jurídicas generales y que suponen una delimitación política, axiológica, que van a restringir el 

espacio de interpretación, motivo por el cual, estos principios pasan hacer normas de aplicación 

inmediata. Los principios constitucionales se encuentran en toda la carta política y algunos están 

implícitos. Dentro de los nuevos principios contenidos en la Constitución de 1991 aparece el 

principio de verdad sabida y buena fe guardada, el cual tiene eficacia directa y aplicación 

inmediata. 

Este principio fue incorporado dentro de las funciones del Contralor. El texto finalmente 

aprobado es el siguiente: 

 
“Artículo 268. El Contralor General de la República tendrá las siguientes atribuciones: 
(...) 
8. Promover ante las autoridades competentes, aportando las pruebas respectivas, 
investigaciones fiscales, penales o disciplinarias contra quienes presuntamente hayan 
causado perjuicio a los intereses patrimoniales del Estado. La Contraloría, bajo su 
responsabilidad, podrá exigir, verdad sabida y buena fe guardada, la suspensión inmediata 
de funcionarios mientras culminan las investigaciones o los respectivos procesos fiscales, 
penales o disciplinarios”. (subrayado fuera del texto) 
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Las Gacetas de la Asamblea Nacional Constituyente permiten reconstruir el debate dado para 

incorporar el principio de la verdad sabida y buena fe guardada en el texto constitucional. Si bien 

inicialmente causó gran incertidumbre, al final fue implementado. Para 1991, las gacetas 

constitucionales fueron el instrumento divulgativo de la actividad constituyente. En ellas se 

publicaron las actas de sesiones de plenarias y de las comisiones, los proyectos de reforma 

constitucional, constancias, intervenciones y proposiciones de los asambleístas. Son en total 144 

gacetas constitucionales y en cuatro de ellas se reflejan los debates sobre el principio de la verdad 

sabida y buena fe guardada. A continuación, se expondrá las manifestaciones realizadas por los 

ponentes de cada gaceta: 

 

a) Gaceta constitucional N°65 de 1991 

N° Ponente Propuesta 

Intervenciones 

Asambleís
ta 

A  
favor 

En  
contra 

Argumento de 
la postura 

1 
Antonio 
Navarro 
Wolff 

“2. Establecer 
procedimientos sumamente 
abreviados basados en el 
principio de “Verdad 
Sabida y Buena Fe 
Guardada”, lo que sería 
aplicable para desvincular 
del cargo a cualquier 
servidor público, lo cual 
sería aplicable a empleados 
de libre nombramiento y de 
carrera. No podría ser 
motivada la sanción puesto 
que serían necesarias 
pruebas muy sólidas o el 
Estado perdería todos los 
procesos. También habría 
libertad de escoger en qué 
casos se actúa con este 
principio     

2 

Álvaro 

Gómez 

Hurtado 

“Cuando dentro de las 
funciones disciplinarias por 
casos de corrupción 
administrativa, exista 
evidencia contra un 

Hernando 
Londoño 

 X 

- Vulnera el 
derecho de la 
defensa, centrado 
en la providencia. 
- Causa daño 
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funcionario público, éste 
será destituido. Se 
procederá previa audiencia 
con verdad sabida y buena 
fe guardada (…) se 
contempla que se proceda 
previa audiencia pública. 
Haciendo un resumen del 
tema expuesto, éste se 
encontraría en la 
suspensión de la función 
burocrática que esta 
persona está cumpliendo 
(...) considera que de existir 
ésta, no se requiere de 
ninguna otra prueba" 

moral al 
funcionario 
público. 
- Vulnera los 
derechos a la 
doble instancia, a 
contradecir a la 
prueba, y honra e 
imagen. 

José 
María 
Velasco 
Guerrero  X 

 Vulnera el 
principio de la 
doble instancia. 

Aida 
Abello 
Roca 

X  

Son mecanismos 
excepcionales 
ante la 
emergencia para 
combatir la 
corrupción 

Fernando 
Carrillo 

X  

Comparte la 
decisión con las 
limitaciones que 
esta implica, pues 
considera que 
combate la 
corrupción. 

3 
Hernando 

Londoño 

Solicita incluir en la 
propuesta N°2 el deber de 
proferir una providencia 
motivada y se garantice el 
derecho a la defensa 

Jaime 
Fajardo 

 X 

El funcionario 
público 
presuntamente 
corrupto no 
debería tener 
derecho a la 
defensa. 

Fernando 
Carrillo 

 X 

No comparte 
que el derecho a la 
defensa se centre 
en la providencia, 
porque considera 
que se puede 
ejercer en la 
audiencia previa. 

José 
María 
Velasco 
Guerrero X   
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Armando 
Holguín 
Sarria 

X  

Propone una 
posición 
conciliadora 
consistente 

en una 
resolución 
motivada, para 
evitar 
arbitrariedades 

4 
Fernando 

Carillo 

Cambiar de la propuesta 
N°2, reemplazando la 
palabra destituido por 
desvinculado del cargo, 
quedando así:  
Cuando dentro de las 
funciones disciplinarias por 
casos de corrupción 
administrativa, exista 
evidencia contra un 
funcionario público, éste 
será desvinculado del 
cargo. Se procederá previa 
audiencia con verdad 
sabida y buena fe guardada 

Álvaro 
Gómez 
Hurtado 

X   
Aida 

Abello 
Roca X   

María 
Teresa 
Garcés 
Lloreda 

X   

José 
María 
Velasco 
Guerrero 

 X  

Hernando 
Londoño 
Jiménez 

 X  

Armando 
Holguín 
Sarria 

 X  

Jaime 
Fajardo 
Landaeta 

 X  

(Tabla número 1. Aplicación del principio de verdad sabida y buena fe guardada. Gaceta N.º 65.)15 

Observaciones: Se puede evidenciar que la primera propuesta sobre el principio de la verdad 

sabida y buena fe guardada, fue presentada por Antonio Navarro Wolff, quien consideraba que era 

necesaria como un mecanismo para combatir la corrupción administrativa en el sector público, 

explicando que este principio sería aplicable para desvincular a cualquier servidor público que 

administre recursos del Estado y sin que esta decisión fuese motivada. 

                                                 
15  Asamblea Nacional Constituyente. (2 de mayo de 1991). Gaceta Constitucional. (65). Bogotá, Colombia.  
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Posteriormente, Álvaro Gómez Hurtado, apoyó la implementación del principio de verdad 

sabida y buena fe guardada, donde argumentó que el funcionario público que evidencie casos de 

corrupción administrativa será destituido, previa audiencia bajo este principio. 

Frente a estas dos propuestas los constituyentes Velasco, Londoño, Holguín, y Fajardo 

expusieron su desacuerdo por considerar que vulneran derechos del funcionario público: la doble 

instancia, la defensa, la contradicción de la prueba, el debido proceso y a la debida motivación de 

una providencia. 

Finalmente, el doctor Fernando Carrillo, solicitó eliminar de la propuesta del doctor Gómez 

Hurtado, la palabra “destituido” por desvinculado del cargo. 

 

b) Gaceta constitucional N°70 de 1991 

N° 

Ponente Propuesta 
INTERVENCIONES 

Nombre A favor Blanco 
En Contra 

1 
Armando 
Holguín 
Sarria 

"Cuando dentro de las funciones 
disciplinarias por casos de 
corrupción administrativa, exista 
evidencia contra un funcionario 
público, previa audiencia, éste será 
destituido. La decisión se tornará 
de plano mediante resolución 
motivada y será de ejecución 
inmediata" 

José María 
Velasco 
Guerrero X 

  

María Teresa 
Garcés Lloreda X 

  

Armando 
Holguín Sarria X 

  

Fernando 
Carrillo  

X  

Álvaro Gómez 
Hurtado  

 X 

Aida Abello 
Roca  

 X 

Hernando 
Londoño 
Jiménez  

 X 

Jaime Fajardo 
Landaeta  

 X 

Julio Salgado 
Vásquez  

  

2 
Armando 
Holguín 
Sarria 

"Cuando dentro de las funciones 
disciplinarias por casos de 
corrupción administrativa, exista 
evidencia contra un funcionario 

José María 
Velasco 
Guerrero  

 X 

María Teresa X 
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público, previa audiencia, éste será 
destituido. La decisión se tomará 
de plano y será de ejecución 
inmediata" 

Garcés Lloreda 

Armando 
Holguín Sarria X 

  

Fernando 
Carrillo  

X  

Álvaro Gómez 
Hurtado  

 X 

Aida Abello 
Roca X 

  

Hernando 
Londoño 
Jiménez  

 X 

Jaime Fajardo 
Landaeta  

 X 

Julio Salgado 

Vásquez   X 

3 Fernando 
Carrillo 

Cuando dentro de las funciones 
disciplinarias por casos de 
corrupción administrativa, exista 
evidencia contra un funcionario 
público, éste será desvinculado del 
cargo. Se procederá previa 
audiencia con verdad sabida y 
buena fe guardada 

Álvaro Gómez 
Hurtado 

X   

Aida Abello 
Roca 

X   

María Teresa 
Garcés Lloreda 

X   

Fernando 
Carrillo 

X   

José María 
Velasco 
Guerrero 

  X 

Armando 
Holguín Sarria 

  X 

Hernando 
Londoño 
Jiménez 

  X 

Jaime Fajardo 
Landaeta 

  X 

Julio Salgado 
Vásquez 

  X 

4 
Fernando 

Carrillo 

"Considera que el principio de 
Verdad Sabida y Buena Fe 
Guardada no viola el Derecho de 
Defensa ya consagrado y que 
sugirió la extensión de esa 
prerrogativa y quedaría pendiente 
de debate a qué tipos del     
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ordenamiento se podría realizar la 
extensión" 

(Tabla número 2.  Aplicación del principio de verdad sabida y buena fe guardada. Gaceta Nº 70.)16 

En esta gaceta se evidencia que el constituyente Armando Holguín modifica la propuesta, 

agregando que la resolución debe ser motivada con el fin de evitar arbitrariedades contra los 

funcionarios públicos. Esta propuesta tuvo 4 votos a favor, 1 en blanco y tres en contra para un 

empate. La gaceta no registra los argumentos para estas tesis. Por lo anterior, la propuesta no fue 

aprobada. 

 

c) Gaceta constitucional N°75 de 1991 

N°  Ponente Propuesta Fundamentación 

1 
Álvaro 
Gómez 
Hurtado 

"Cuando dentro de las 
funciones disciplinarias por 
casos de corrupción 
administrativa, exista evidencia 
contra un funcionario público, 
previa audiencia, éste será 
destituido. La decisión se 
tornará de plano mediante 
resolución motivada y será de 
ejecución inmediata" 

- La adopción del principio se propone, no 
para juzgar a una persona, ni para aplicarle 
una sentencia penal. 
- Se aplicaría exclusivamente en el campo 
disciplinario de la conducta de los 
funcionarios públicos, puesto que se refiere 
exclusivamente a la desvinculación del cargo 
como una medida precautelativa. 
- Las leyes establecidas para proteger la 
inamovilidad de los trabajadores brindarán 
luego los derechos laborales comunes a los 
funcionarios separados del cargo, en 
situaciones de igualdad con el ciudadano 
común. 

(Tabla número 3.  Aplicación del principio de verdad sabida y buena fe guardada. Gaceta Nº 75.)17 

Esta gaceta contiene la propuesta presentada por Álvaro Gómez Hurtado, donde expresa la 

importancia de implementar este principio en procesos disciplinarios con la finalidad de 

desvincular al servidor público se evidencie que este comete actos de corrupción, del cargo siendo 

esto una medida de prevención para dar continuidad a la investigación.  

 
d) Gaceta constitucional No 77 de 1991 

                                                 
16   Asamblea Nacional Constituyente. (8 de mayo de 1991). Gaceta Constitucional. (70). Bogotá, Colombia).  
17 Asamblea Nacional Constituyente. (16 de mayo de 1991). Gaceta Constitucional. (75). Bogotá, Colombia.  
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Aquí se registra la aprobación del régimen de control fiscal, atribuyéndole funciones al 

Contralor General de la República, en donde se encuentra el siguiente texto18: 

 
“(...) 8ª.- Promover ante las autoridades competentes, aportando las pruebas respectivas, 
investigaciones penales o disciplinarias contra quienes hayan causado perjuicio a los 
intereses patrimoniales del Estado. La Contraloría, bajo su responsabilidad, podrá exigir 
verdad sabida y buena fe guardada, la suspensión inmediata de funcionarios mientras 
culminan las investigaciones o los respectivos procesos penales o disciplinarios.” 

 
Este es el texto finalmente aprobado, que actualmente hace parte de la Constitución Política de 

Colombia. En él se da la competencia al Contralor General de exigir verdad sabida y buena fe 

guardada, en la suspensión de servidores públicos que administren bienes o recursos públicos, con 

el fin de no obstaculizar el proceso fiscal que estos llevan en curso. 

 

1.3 Estructura como principio 

1.3.1. Sujeto activo 

La Constitución Política de Colombia califica en su artículo 117 a la Contraloría General de la 

República como uno de los órganos de control. En el artículo 267 inciso 1° consagra que como 

órgano de control tendrá la competencia para ejercer el control fiscal, que vigila la gestión fiscal 

de la administración y de los particulares o entidades que manejen fondos o bienes públicos de la 

Nación. 

Igualmente, en el artículo 268 se encuentran las funciones que realiza la Contraloría. Tiene una 

relación estrecha con el objeto de esta investigación, esto es el principio de la verdad sabida y 

buena fe guardada. Así, el Numeral 4° prevé que la Contraloría General tiene la potestad para 

exigir informes sobre la gestión fiscal a los empleados oficiales de cualquier orden y toda persona 

o entidad pública o privada que administre fondos o bienes de la Nación (...) en el numeral 8° 

prevé, como ya se advirtió: 

 
“Promover ante las autoridades competentes, aportando las pruebas respectivas, 
investigaciones penales o disciplinarias contra quienes hayan causado perjuicio a los 
intereses patrimoniales del Estado. La Contraloría, bajo su responsabilidad, podrá exigir, 
verdad sabida y buena fe guardada, la suspensión inmediata de funcionarios mientras 
culminan las investigaciones o los respectivos procesos penales o disciplinarios.” 
(subrayado fuera del texto) 

                                                 
18  Asamblea Nacional Constituyente. (20 de mayo de 1991). Gaceta Constitucional. (77). Bogotá, Colombia.  
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La ley 42 de 1991 en su artículo 16 establece que el Contralor General de la República 

determinara que personas son sujetos de control, es decir, las que están obligadas a rendir cuentas. 

Además, la Contraloría General es quien tiene la facultad de prescribir los métodos de forma y 

plazos para ello; en otros términos, que cada entidad conforma una sola cuenta, que esta debe ser 

remitida por el jefe de tal organismo a la Contraloría.  

El Decreto-Ley 267 de febrero de 2000 por su parte reiteró que la Contraloría General de la 

República es competente para ejercer control posterior en forma excepcional, sobre las cuentas de 

cualquier entidad territorial, sin perjuicio del control que les corresponde a las contralorías 

departamentales, distritales y municipales, en los casos expresamente contemplados por la ley. No 

obstante, a través del Acto Legislativo 04 de 2019, por medio del cual se reforma el régimen de 

Control Fiscal, le entrega la facultad a la Contraloría General de la República, de ejercer el control 

fiscal en forma posterior y selectiva, y además podrá ser preventivo y concomitante, según sea 

necesario para garantizar la defensa y protección del patrimonio público. 

De acuerdo con lo anterior, se evidencia que el primer sujeto activo o quien puede exigir la 

verdad sabida y la buena fe guardada es el Contralor General de la República. 

Pero también son sujetos activos los contralores departamentales, distritales y municipales, bajo 

el entendido que la propia Constitución Política en el artículo 272 indicó que éstos ejercen en sus 

respectivas órbitas de competencia, las mismas funciones atribuidas al Contralor General de la 

República en el artículo 268 de la Carta Política. Es que los contralores territoriales también tienen 

a cargo la protección de los bienes y fondos públicos, de allí que ellos también puedan exigir la 

verdad sabida y la buena fe guardada por mandato constitucional. 

En este sentido, la Corte Constitucional en la Sentencia T-297 de 2006 recordó que los 

contralores departamentales cuentan con fuerza vinculante para suspender a quien es investigado 

haciendo uso de los efectos provisionales como lo es la suspensión del investigado hasta la 

culminación de la investigación. Y en Sentencia C-603 de 2000 señaló que: 

 
“(…) los contralores seccionales y locales gozan, en sus respectivas órbitas de 
competencia, de la atribución señalada al Contralor General por el artículo 268, 
numeral 8, de la Carta, en su totalidad. Es decir que, como al hacer la remisión, el 
artículo 272 Ibidem no distinguió, tampoco el intérprete ni el juez constitucional 
pueden distinguir, y, por tanto, se encuentra autorizado constitucionalmente cada 
contralor departamental, distrital o municipal, en el ámbito de su respectivo 
departamento, distrito o municipio, para exigir, verdad sabida y buena fe 
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guardada, la suspensión inmediata de funcionarios mientras culminan las 
investigaciones o los respectivos procesos penales o disciplinarios.”  

 

1.3.2. Sujeto Obligado 

El artículo 268 numeral 4 superior, establece cuáles son los sujetos que deben rendir informes 

sobre las gestiones: los empleados oficiales de cualquier orden y a toda persona o entidad pública 

o privada que administre fondos o bienes públicos. 

Debe recordarse que el artículo 123 de la Constitución Política, hace mención que los servidores 

públicos son los miembros de las corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado 

y de sus entidades descentralizadas territorialmente y por servicios, igualmente enfatiza que estos 

servidores están al servicio del Estado.  

Cabe señalar que la ley 610 del 2000 define la gestión fiscal, en su artículo 3:  

 
“Gestión fiscal. Conjunto de actividades económicas, jurídicas y tecnológicas, que 
realizan los servidores públicos y las personas de derecho privado que manejen o 
administren recursos o fondos públicos, tendientes a la adecuada y correcta adquisición, 
planeación, conservación, administración, custodia, explotación, enajenación, consumo, 
adjudicación, gasto, inversión y disposición de los bienes públicos, así como a la 
recaudación, manejo e inversión de sus rentas en orden a cumplir los fines esenciales del 
Estado…”  

 
Se puede definir que el sujeto pasivo son los servidores públicos y las personas de derecho 

privado que manejen o en su caso administren recursos o fondos públicos cuando al realizar la 

gestión fiscal no la realiza de manera idónea, como una adecuada planeación, conservación, 

administración, custodia, explotación, enajenación, consumo, adjudicación, gasto, inversión y 

disposición de los mismos, o a la recaudación, manejo e inversión de sus rentas, causando por ende 

con ello detrimento patrimonial al Estado19. 

De tal manera que, el servidor público que no dé un buen uso a los recursos públicos 

ocasionando perjuicios a los intereses patrimoniales del Estado, podrán ser sujetos de 

investigaciones penales, disciplinarias o fiscales promovidas por las Contralorías. 

Ahora teniendo el artículo 268 superior, modificado por el artículo 2º del Acto Legislativo No. 

04 de 2019, establece en su numeral 8 que el contralor tendrá dentro de sus funciones:  

 

                                                 
19 Consejo de Estado. Sección Primera. C.P.: María Elizabeth García González. Sentencia del 19 de mayo de 2016. 
Rad.: 68001-23-33-000-2013-01024-01.  
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“Promover ante las autoridades competentes, aportando las pruebas respectivas, 
investigaciones fiscales, penales o disciplinarias contra quienes presuntamente hayan 
causado perjuicio a los intereses patrimoniales del Estado. La Contraloría, bajo su 
responsabilidad, podrá exigir, verdad sabida y buena fe guardada, la suspensión inmediata 
de funcionarios mientras culminan las investigaciones o los respectivos procesos fiscales, 
penales o disciplinarios.”  

 
Esta parte no solo prevé lo referente a la suspensión sino, que también deja claramente que tal 

suspensión es única y exclusivamente sobre los funcionarios y no sobre particulares.  

 

1.3.3. Contenido normativo  

Para poder comprender mejor el principio de la verdad sabida y la buena fe guardada aplicado 

al sistema de control fiscal territorial es necesario en primera medida ir a la Constitución Política 

y tener presente el precepto constitucional sobre el control fiscal de manera general, es así como 

el artículo 267 de la Constitución Nacional establece que: 

 
“La vigilancia y el control fiscal son una función pública que ejercerá la Contraloría 
General de la República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los 
particulares o entidades que manejen fondos o bienes públicos, en todos los niveles 
administrativos y respecto de todo tipo de recursos públicos. La ley reglamentará el 
ejercicio de las competencias entre contralorías, en observancia de los principios de 
coordinación, concurrencia y subsidiariedad. El control ejercido por la Contraloría 
General de la República será preferente en los términos que defina la ley.” 

 
Respecto a lo vinculante de la decisión de la Contraloría que suspende provisionalmente a un 

funcionario, la Sentencia C-603 de 2000 dijo que tal: 

 
“tiene repercusión directa en la interrupción del ejercicio del cargo público objeto de la 
actuación del Contralor, ya que, cuando éste se dirige al nominador en demanda de la 
suspensión, no le deja alternativa distinta de proceder a ella. Se trata de un requerimiento 
con efectos vinculantes para el nominador, ya que la Carta Política emplea el término 
"exigir", lo que definitivamente es distinto de "solicitar" o "pedir", expresiones que, al fin y 
al cabo, dejarían la decisión en manos del funcionario administrativo correspondiente. Una 
exigencia tiene connotación imperativa; hace forzosa la ejecución de lo exigido” 

 
La Sentencia T 416 de 2016 al citar la sentencia C-603 del 2000 se pronunció sobre el alcance 

de las decisiones de las autoridades de control fiscal la siguiente manera:  

 
“Por otra parte, la medida en comento tiene un alcance provisional, por cuanto no se 
separa definitivamente a los servidores públicos involucrados, cuya presunción de inocencia 
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-en el campo fiscal, en el disciplinario y en el penal- todavía no ha sido desvirtuada (art. 29 
C.P.). Pero permite que, si el Contralor tiene razones poderosas para temer que la 
permanencia de aquéllos en el desempeño de sus empleos pueda afectar las investigaciones, 
dificultar la tarea de fiscalización o comprometer todavía más el interés colectivo, los bienes 
del Estado o la moralidad pública, demande del nominador, con la referida fuerza 
vinculante, que se los suspenda, no a título de sanción sino como instrumento transitorio 
encaminado a la efectividad del control.” 

 
Esta misma Sentencia T 416 de 2016 manifestó igualmente que: 

 
“En suma, dicha potestad tiene un alcance provisional porque separa a los servidores 
públicos involucrados en una investigación fiscal, penal o disciplinaria de manera temporal, 
es decir, hasta tanto culminen las referidas investigaciones. Lo anterior, en virtud del 
principio de presunción de inocencia previsto en el artículo 29 Superior. 
Para el caso de las contralorías en el proceso de responsabilidad fiscal, el término de 
suspensión provisional del ejercicio del cargo se extenderá hasta que se profiera decisión de 
fondo, es decir, fallo con o sin responsabilidad fiscal o de archivo de las diligencias.” 

 
Así mismo la Corte Constitucional definió unos parámetros en la Sentencia T-416 de 2016 para 

validar la suspensión provisional de naturaleza fiscal por lo cual deja unos criterios que deben 

tener en cuenta las Contralorías para accionar el principio de la verdad sabida y buena fe guardada 

y así exigir la suspensión de un servidor público.  

 
1. Competencia: La Carta Política faculta a la Contraloría General de la República y las 

Contralorías distritales, departamentales y municipales en el ámbito de su jurisdicción para 

exigir dicha suspensión esto está consagrado en el artículo 268-8 y 272-6. 

2. Carácter vinculante: El nominador tiene el deber de hacer efectiva la exigencia del 

Contralor que exige la suspensión de determinado servidor público, el mismo texto 

constitucional y la jurisprudencia hacen inca pie al verbo “exigir”, de manera que el 

nominador está en la obligación de hacer cumplir dicha exigencia sin aplazar, modificar o 

rechazar. 

3. Responsabilidad de los Contralores: Toda acción genera una reacción, el texto 

constitucional faculta a la contraloría de exigir al nominador la suspensión de un servidor 

pero esta suspensión acarrea consecuencias como dejar sin pago salarial al servidor público 

que ha sido suspendido bajo el principio de la verdad y buena fe guardada hasta que se 

resuelva su situación, en este caso pueden pasar dos cosas: (i) que sea absuelto, o archivado 

el proceso, siendo así, este funcionario tiene derecho a que se le reintegre a su labor y se 
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le pague lo que dejó de percibir por el tiempo de la suspensión, a través de una demanda 

de reparación directa y del mismo modo el Estado puede podrá repetir en contra del órgano 

de control. En caso contrario, si llega a ser declarado responsable, este no tendrá derecho 

a que se reintegre y tampoco a que se le pague lo que dejó de percibir.  

4. Temporalidad: Por mandato Constitucional, esta suspensión se puede mantener mientras 

culmina la investigación ya sea de tipo penal, fiscal o disciplinario, es necesario traer a 

colación que esta medida es transitoria de carácter preventivo para permitir que el ente de 

control realice una investigación sin obstáculos o dilaciones.  

 
Finalmente, ya teniendo lo designado por la Constitución y la misma Corte Constitucional se 

puede observar que la Ley 42 de 1993, en su artículo 99, continúa con la congruencia normativa 

y establece la posibilidad que los Contralores soliciten la remoción y la suspensión de funcionarios 

públicos a través de los nominadores, con excepción de aquellos casos regulados especialmente 

por la Constitución, como sucede con el Presidente de la República, los Magistrados de los Altos 

Tribunales de Justicia y el Fiscal General de la Nación. 
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Capítulo II 

 
VERDAD SABIDA Y BUENA FE GUARDADA Y LA RESPONSABILIDAD FISCAL 

 

2.1. Naturaleza de la responsabilidad fiscal 

El término de responsabilidad emana del latín responsum que significa capacidad o deber que 

tiene una persona de asumir las consecuencias de sus propios actos y la obligación de resarcir o 

reparar el daño que haya producido.  

De acuerdo con la Constitución Política de Colombia, en su artículo 6° “Los particulares sólo 

son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores 

públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus 

funciones”. A su turno, la ley determinará la responsabilidad de hacerla efectiva, conforme al 

artículo 124 de la Carta Política. 

La Ley 610 de 2000 define la responsabilidad fiscal como “(…) el resarcimiento de los daños 

ocasionados al patrimonio público como consecuencia de la conducta dolosa o culposa de quienes 

realizan gestión fiscal mediante el pago de una indemnización pecuniaria que compense el 

perjuicio sufrido por la respectiva entidad estatal”20. Es claro así su naturaleza indemnizatoria.  

Para llegar a establecer la responsabilidad fiscal en cada caso se debe verificar la transgresión 

de los principios rectores de la función administrativa y de la gestión fiscal21. 

Sobre la decisión que declara la responsabilidad fiscal, dijo la Corte Constitucional en la SU-

620 de 1996: 

 
“(…) la responsabilidad fiscal se declara a través del trámite del proceso de 
responsabilidad fiscal, entendido como el conjunto de actuaciones materiales y jurídicas 
que adelantan las contralorías con el fin de determinar la responsabilidad que le 
corresponde a los servidores públicos y a los particulares, por la administración o manejo 
irregulares de los dineros o bienes públicos22 (…)”.  

 
Entonces, la responsabilidad fiscal se pude definirse como aquella responsabilidad de carácter 

patrimonial, exigible a los servidores públicos y particulares que, con ocasión a la ejecución de 

                                                 
20 Ley 610. Diario Oficial No. 44.133. 15 de agosto de 2000. Por la cual se establece el trámite de los procesos de 
responsabilidad fiscal de competencia de las contralorías. Artículo 4. Bogotá [en línea]. ley 610 del 2000   
21 Ibid. 
22 Corte Constitucional, Sentencia SU-620 de 1996 (M.P.: Antonio Barrera Carbonell) 
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recursos públicos, por acción o por omisión y en forma dolosa o gravemente culposa, causen daño 

al erario como consecuencia de su gestión irregular. 

La responsabilidad fiscal tiene sus primeros desarrollos legales en el sistema normativo 

colombiano moderno en la Ley 38 de 1989, compilada y modificada por el Decreto 111 de 1996,  

que faculta a la Contraloría General de la República, iniciar un proceso fiscal de cuentas y además 

que podía imponer multas que estimara necesarias contra los directores o gerentes de las entidades 

descentralizadas que no apropiaran y ordenaran girar oportunamente las partidas presupuestales 

necesarias para el servicio de la deuda, de forma que garantizara el normal cumplimiento de los 

contratos de empréstito. Asimismo, en esta misma ley establece quienes son los fiscalmente 

responsables23. 

Ya bajo la Constitución de 1991, la Ley 42 de 1993 modificó de una forma más amplia los 

sujetos de control fiscal, incluyendo a los órganos que integran las ramas legislativa y judicial, los 

órganos autónomos e independientes como los de control y electorales, los organismos que hacen 

parte de la estructura de la administración nacional y demás entidades nacionales, los organismos 

creados por la Constitución Nacional y la ley que tienen régimen especial, las sociedades de 

economía mixta, las empresas industriales y comerciales del Estado, los particulares que manejen 

fondos o bienes del Estado, las personas jurídicas y cualquier otro tipo de organización o sociedad 

que maneje recursos del Estado. Esta ley además establece que el control fiscal es ejercido por la 

Contraloría General de la República, las contralorías departamentales y municipales, conforme a 

los procedimientos, sistemas y principios que se establecen en la presente Ley.  

Con la Ley 610 de 2000 “Por la cual se establece el trámite de los procesos de responsabilidad 

fiscal de competencia de las contralorías”, se estableció en forma clara en su artículo 1° la 

naturaleza del proceso de responsabilidad fiscal al decir que en él: 

 
“(…) se desarrollan los preceptos constitucionales ya instaurados y que tuvo un adelanto 
preliminar con la Ley 42 de 1993, con esta nueva legitimidad se dan un conjunto de 
actuaciones administrativas adelantadas por las Contralorías con el fin de determinar y 
establecer la responsabilidad de los servidores públicos y de los particulares, cuando en el 

                                                 
23Ley 38 de 1989. Compilada y modificada por el D. 111 de 1996 y reglamentada por D. 841 de 1990. Reglamentada 
por el D. 3245 de 2005. Diario Oficial No. 460633. 16 de septiembre de 2005. Bogotá. Por el cual se reglamenta las 
leyes orgánicas del Presupuesto General de la Nación. 
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ejercicio de la gestión fiscal o con ocasión de ésta, causen por acción u omisión y en forma 
dolosa o culposa un daño al patrimonio del Estado”. 

 
Teniendo en cuenta que el Derecho administrativo y sus actuaciones son un subsistema 

normativo que se encuentra encausada en el principio de legalidad constitucional24, es importante 

tener presente, que por vía jurisprudencial se ha dado claridad sobre la naturaleza del proceso de 

responsabilidad fiscal. 

La Corte Constitucional con las Sentencias SU-620 de 199625, T-525 de 199726, C-840 de 

200127 y C-338/1428 de manera reiterativa ha manifestado que el proceso de responsabilidad fiscal 

es de naturaleza administrativa, teniendo en cuenta que reincide sobre la gestión y manejo de los 

recursos públicos, y por el cual, el acto administrativo que decide la responsabilidad del procesado 

(servidor público o particulares que administra de forma irregular bienes o recursos públicos) 

puede ser impugnado ante la jurisdicción de los contencioso administrativo.  

En particular, la Corte Constitucional dijo: “Naturaleza de los juicios fiscales, revisión por la 

jurisdicción contenciosa administrativa y autonomía de la Contraloría.”. De acuerdo con lo 

mencionado anteriormente, es evidente que la Constitución Política de Colombia de 1991 no 

prohibió que se le atribuya la naturaleza administrativa a los actos sujetos a control que profieren 

las Contralorías, distritales, departamentales y municipales. Es importante dejar claro que este 

órgano de control es autónomo e independiente pero que existen también unos límites, el cual no 

pueden llegar a vulnerar la autonomía de este mismo. 

En los juicios fiscales como administrativos requiere de una revisión por parte de la jurisdicción 

de lo contencioso administrativo, motivo por el cual un proceso de responsabilidad fiscal tiene 

evidentemente un sustento constitucional de acuerdo con la carta política y este proceso le 

corresponde a la Contraloría proteger el buen manejo de los fondos públicos y adelantar juicios 

fiscales como lo está previsto en el artículo 268 superior numeral 5. 

                                                 
24 MONTAÑA Plata Alberto, OSPINA Garzón Andrés Fernando. La Constitucionalizarían del Derecho 
Administrativo XV Jornadas Internacionales de Derecho Administrativo. Ponencia “El Estado de Derecho y la Idea 
Constitucional de un Derecho Administrativo”, MONTAÑA Plata Alberto. Universidad Externado de Colombia, 
Bogotá, 2014. 
25 Corte Constitucional. Sentencia SU-620 de 1996. (M.P.: Dr. Antonio Barrera Carbonell.) 
26 Corte Constitucional. Sentencia T-525 de 1997. (M.P.: Dr. Hernando Herrera Vergara) 
27 Corte Constitucional. Sentencia C-840 de 2001. (M.P.: Dr. Jaime Araujo Rentería)  
28 Corte Constitucional. Sentencia C-338 de 2014. (M.P.: Dr. Alberto Rojas Ríos) 
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La Corte señaló que en los juicios fiscales tiene especialmente una naturaleza resarcitoria y su 

objetivo es que el funcionario repare el daño causado al erario por su conducta dolosa o culposa. 

El proceso de responsabilidad fiscal conduce a obtener una declaración jurídica en la cual existe 

certeza de que un servidor público o particular debe hacerse responsable con las consecuencias 

que se deriva de sus actuaciones irregulares o inmoralidades públicas en la gestión fiscal y que se 

encuentra en la obligación de reparar el daño que causó al erario. 

La Corte también ha señalado que la Contraloría, “si bien es un órgano autónomo, no es 

autárquico y se encuentra sometido a controles y, en especial, al principio de legalidad29. Por 

ende, es claro “que la regulación del proceso de responsabilidad fiscal corresponde al legislador, 

conforme a los arts. 6, 29, 121, 124, 150-23 de la Constitución30”. 

La jurisdicción de lo contencioso administrativo tiene la facultad para realizar la eventual 

revisión de los actos administrativos de fenecimiento, siento esta de una de las consecuencias del 

principio de un Estado de Derecho, es decir no puede haber acto estatal sin control, que se hace 

por intermedio del medio de control de nulidad con restablecimiento del derecho. 

 

2.2. Elementos para que se estructure la responsabilidad fiscal 

La ley 610 de 2000, en su artículo 5° estableció tres (3) elementos que integran la 

responsabilidad fiscal: (i) Una conducta dolosa o culposa atribuible a una persona que realiza 

gestión fiscal; (ii) Un daño patrimonial al Estado y (iii) Un nexo causal entre los dos elementos 

anteriores. 

 
a) Conducta dolosa o culposa atribuible a una persona que realiza gestión fiscal 

Para determinar la responsabilidad fiscal es pertinente establecer si el presunto responsable obró 

con dolo o con culpa, con el fin de que este responda por sus indebidas actuaciones en la gestión 

fiscal, y repare el daño causado al patrimonio público. 

El Estatuto Anticorrupción, ley 1474 de 2011 en su artículo 118 determinó la culpabilidad en 

los procesos de responsabilidad fiscal a título de dolo o culpa grave, en los siguientes términos: 

 

                                                 
29 Corte Constitucional. Sentencias C-272 de 1996. (M.P.: Antonio Barrera Carbonell) y Sentencia C-315 de 1997. 
(M.P.: Hernando Herrera Vergara) 
30Corte Constitucional. Sentencia SU-620 de 1996. (M.P.: Dr. Antonio Barrera Carbonell.) Consideraciones de la 
Cote 5.2  
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“Artículo 118. Determinación De La Culpabilidad En Los Procesos De Responsabilidad 
Fiscal. El grado de culpabilidad para establecer la existencia de responsabilidad fiscal será 
el dolo o la culpa grave. Se presumirá que el gestor fiscal ha obrado con dolo cuando por 
los mismos hechos haya sido condenado penalmente o sancionado disciplinariamente por 
la comisión de un delito o una falta disciplinaria imputados a ese título. 
Se presumirá que el gestor fiscal ha obrado con culpa grave en los siguientes eventos: 
a) Cuando se hayan elaborado pliegos de condiciones o términos de referencia en 
forma incompleta, ambigua o confusa, que hubieran conducido a interpretaciones o 
decisiones técnicas que afectarán la integridad patrimonial de la entidad contratante; 
b) Cuando haya habido una omisión injustificada del deber de efectuar 
comparaciones de precios, ya sea mediante estudios o consultas de las condiciones del 
mercado o cotejo de los ofrecimientos recibidos y se hayan aceptado sin justificación 
objetiva ofertas que superen los precios del mercado; 
c) Cuando se haya omitido el cumplimiento de las obligaciones propias de los 
contratos de interventoría o de las funciones de supervisión, tales como el adelantamiento 
de revisiones periódicas de obras, bienes o servicios, de manera que no se establezca la 
correcta ejecución del objeto contractual o el cumplimiento de las condiciones de calidad y 
oportunidad ofrecidas por los contratistas; 
d) Cuando se haya incumplido la obligación de asegurar los bienes de la entidad o la 
de hacer exigibles las pólizas o garantías frente al acaecimiento de los siniestros o el 
incumplimiento de los contratos; 
e) Cuando se haya efectuado el reconocimiento de salarios, prestaciones y demás 
emolumentos y haberes laborales con violación de las normas que rigen el ejercicio de la 
función pública o las relaciones laborales”. 
 

Las presunciones legales de culpa grave y de dolo antes mencionada, para efectos de determinar 

la culpabilidad de los procesos de responsabilidad fiscal, se declararon exequibles mediante 

sentencia C-512 de 2013 del 31 de julio de 2013, oportunidad en la que la Corte deja claro que “el 

numeral 4 del artículo 5 de la Ley 678 de 2001 y el inciso segundo del artículo 118 de la Ley 1474 

de 2011, en realidad está frente a la misma norma jurídica”, en cuanto que consagra una 

presunción del detrimento que posiblemente fue causado por el procesado. En el inciso segundo 

del artículo 118 de la ley 1417, se presume que el gestor fiscal obró con dolo cuando ha sido 

condenado por los mismos hechos penal o ciertamente sancionado disciplinariamente por haber 

cometido un delito o falta disciplinaria. 

El presunto actor cuenta con el derecho de ejercer su defensa, es decir se le está respetando el 

debido proceso, es por este motivo que está en la facultad de aportar pruebas para desvirtuar lo 

que se le está imputando. Este actor tiene el derecho de interponer recursos ante el fallo que se ha 

dictado de impugnar las decisiones administrativas ante la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo. 
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b) Daño patrimonial al Estado  

El segundo elemento de la responsabilidad fiscal lo compone el daño patrimonial al Estado. 

La ley 610 de 2011 lo definió como:  

 
“… la lesión del patrimonio público, representada en el menoscabo, disminución, perjuicio, 
detrimento, pérdida, o deterioro de los bienes o recursos públicos, o a los intereses 
patrimoniales del Estado, producida por una gestión fiscal antieconómica, ineficaz, 
ineficiente,  e inoportuna, que en términos generales, no se aplique al cumplimiento de los 
cometidos y de los fines esenciales del Estado, particularizados por el objetivo funcional y 
organizacional, programa o proyecto de los sujetos de vigilancia y control de las 
contralorías…”. 

 
Sumado a ello, la Corte en Sentencia C-840 de 2001, manifestó: 

 
“Cuando el daño fiscal sea consecuencia de la conducta de una persona que tenga la 
titularidad jurídica para manejar los fondos o bienes del Estado materia del detrimento, 
procederá la apertura del correspondiente proceso de responsabilidad fiscal, sea que su 
intervención haya sido directa o a guisa de contribución. En los demás casos, esto es, 
cuando el autor o partícipe del daño al patrimonio público no tiene poder jurídico para 
manejar los fondos o bienes del Estado afectados, el proceso atinente al resarcimiento del 
perjuicio causado será otro diferente, no el de responsabilidad fiscal. La responsabilidad 
fiscal únicamente se puede pregonar respecto de los servidores públicos y particulares que 
estén jurídicamente habilitados para ejercer gestión fiscal, es decir, que tengan poder 
decisorio sobre fondos o bienes del Estado puestos a su disposición.  Advirtiendo que esa 
especial responsabilidad está referida exclusivamente a los fondos o bienes públicos que, 
hallándose bajo el radio de acción del titular de la gestión fiscal, sufran detrimento en la 
forma y condiciones prescritas por la ley.  La gestión fiscal está ligada siempre a unos 
bienes o fondos estatales inequívocamente estipulados bajo la titularidad administrativa o 
dispositiva de un servidor público o de un particular, concretamente identificados”.      

 
  De acuerdo con lo anterior, el daño patrimonial al Estado es un fenómeno de carácter 

estrictamente pecuniario o económico, que consiste en la disminución o pérdida de recursos del 

Estado, causada por una conducta dolosa o gravemente culposa, y ocasionada por servidores 

públicos o particulares que, en ocasión de la ejecución de recursos públicos, causaron daño al 

erario como consecuencia de su mala gestión. Para finalizar, el articulo artículo 53 de la Ley 610 

de 2002 dispone que:  

 
“El funcionario competente proferirá fallo con responsabilidad fiscal al presunto 
responsable fiscal cuando en el proceso obre prueba que conduzca a la certeza de la 
existencia del daño al patrimonio público y de su cuantificación, de la individualización y 
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actuación cuando menos con culpa del gestor fiscal y de la relación de causalidad entre el 
comportamiento del agente y el daño ocasionado al erario, y como consecuencia se 
establezca la obligación de pagar una suma líquida de dinero a cargo del responsable. Los 
fallos con responsabilidad deberán determinar en forma precisa la cuantía del daño 
causado, actualizándose a valor presente al momento de la decisión, según los índices de 
precios al consumidor certificados por el DANE para los períodos correspondientes”. 

 
Igualmente, la Corte Constitucional mediante Sentencia C-840 de 2001, deja por sentado, que 

el objeto de la responsabilidad fiscal es buscar el resarcimiento de los daños que le fueron 

ocasionados al patrimonio público, esto puede haber sido derivado del resultado de una conducta 

dolosa o culposa del servidor público o del particular que administra los bienes del Estado. Es por 

esto mismo que la Corte dice que este detrimento debe enmendarse de manera integral, es decir 

mirar qué perjuicios se han causado como el daño emergente, el lucro cesante y la indemnización 

a que da lugar el detrimento en el patrimonio del Estado. Cuando se trata de materia de 

responsabilidad fiscal está proscrita toda forma de responsabilidad objetiva. 

 

c) Nexo causal  

El último de los tres elementos de la responsabilidad fiscal de acuerdo con lo establecido en los 

artículos 5° y 53 de la Ley 610 de 2000 está constituido por un nexo causal que debe existir entre 

la conducta y el hecho generador del daño. Es decir, para que exista la responsabilidad fiscal, debe 

darse la relación causa a efecto entre el daño y la culpa, que permita concluir que la conducta 

dolosa o gravemente culposa atribuible al servidor público o particular fue el factor determinante 

en la producción de daño patrimonial sufrido al erario. 
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Capítulo III 

 
EL DESARROLLO DE LA VERDAD SABIDA Y BUENA FE GUARDADA EN LA 

JURISPRUDENCIA 

 

3.1. Escenarios jurisprudenciales en la Corte Constitucional 

 
a) Análisis de la sentencia C-603 de 2000 (M.P.: José Gregorio Hernández Galindo) 

 

Hechos relevantes: 

  Se demandó por inconstitucionalidad (parcial) el numeral 5 del artículo 105 de la Ley 136 de 

1994, la expresión “General de la República”, por considerarse que vulnera los artículos 

1,4,268- 8, y 272 de la Constitución al otorgarle la potestad de exigir la suspensión de un alcalde 

solo al contralor general de la república. Considerando el actor que debería ser competencia 

exclusiva de los contralores territoriales correspondientes. 

 “Artículo 105.- Causales de suspensión. El presidente de la República en el caso del Distrito 
Capital de Santafé de Bogotá, y los gobernadores en los demás casos, suspenderán a los 
alcaldes en los siguientes eventos: 
(...) 
5. Cuando la Contraloría General de la República solicite la suspensión provisional de 
conformidad a lo establecido en el numeral 8 del artículo 268 de la Constitución Política. La 
Contraloría bajo su responsabilidad, podrá exigir, verdad sabida y buena fe guardada, la 
suspensión inmediata de funcionarios mientras culminan las investigaciones o los respectivos 
procesos penales o disciplinarios”. 

Problemas jurídicos: 

¿El Contralor General de la República es la única autoridad competente para exigir la suspensión 

de alcaldes y gobernadores bajo el principio verdad sabida y buena fe guardada? 

Tesis: No. 

¿La autoridad encargada de acatar la exigencia de suspensión que realice el Contralor, basada 

en el principio verdad sabida y buena fe guardada, puede decidir si acepta o no la solicitud? 

Tesis: No 

Consideraciones: 



32 

 

  La Corte Constitucional entró a estudiar los artículos presuntamente vulnerados (1,4,268-8, y 

272 de la Constitución) para dar la razón al accionante por considerar a que el artículo 272 de la 

Carta Política otorga a los contralores departamentales, distritales y municipales las mismas 

funciones atribuidas al Contralor General de la República en el artículo 268 de la Constitución. 

Sin embargo, la Corte alude a que el Contralor General de la República también tiene la facultad 

de intervenir en cualquier contraloría territorial, departamental o distrital de acuerdo a la 

potestad que le otorga la Constitución en sus artículos 267 y 268 numerales 4 y 8 al decir que 

puede exigir informes de gestión fiscal a cualquier empleado oficial y a toda persona o entidad 

pública o privada que administre recursos públicos, al punto de llegar a abrir investigaciones 

contra quienes presuntamente hayan causado un detrimento a los recursos del Estado, y si lo 

considera necesario exigir al nominador la suspensión del funcionario bajo el principio verdad 

sabida y buena fe guardada.  

Es por la anterior razón que la Sala declara inexequible la expresión “General de la República”, 

considerando que la exigencia de suspensión de los alcaldes es atribuida a los Contralores 

municipales, departamentales o distritales según su jurisdicción, pero tampoco debe impedir a 

que el Contralor General ejerza sus atribuciones. 

 Igualmente, la Corte precisa que la facultad que se les otorga a los Contralores al exigir la 

suspensión de un funcionario público bajo el principio verdad sabida y buena fe guardada es 

obligatoria para el nominador, no dejándole otra opción distinta de proceder a ese requerimiento.  

Decisión. Resuelve: 

La Corte decidió declarar EXEQUIBLE el numeral 5º del artículo 105 de la Ley 136 de 1994, 

excepto las expresiones “General de la República”, que se declaran INEXEQUIBLES. 

 

Es evidente la vulneración que estaba causando la expresión “general de la república” en el 

artículo 105 de la ley 136 de 1994, pues iba en controversia con los artículos constitucionales 

1,4,268-8, y 272, sin que el legislador se percatara de la transgresión que causaba.  

Esta sentencia deja dos ideas claras, la primera que los contralores distritales, departamentales 

y municipales cuentan las mismas funciones atribuidas al Contralor General de la República en el 

artículo 268-8 para exigir la suspensión de un funcionario público bajo el principio verdad sabida 

y buena fe guardada, otorgado en el art. 272 de la C.P.C; segundo, que cada contraloría es titular 
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de la competencia, para exigir la aplicación del principio mencionado anteriormente con la 

finalidad de obtener la suspensión de funcionarios mientras culminan las investigaciones penales,  

disciplinarias o fiscales. 

 

b) Análisis de la sentencia T-297 de 2006 (M.P.: Jaime Córdoba Triviño) 

Hechos relevantes: 

  La Contraloría General de Santander en agosto de 2004 ordenó realizar una auditoría integral 

a la Alcaldía Municipal de Jordán Sube, en consideración a las quejas presentadas por algunos 

ciudadanos donde manifestaban presuntas irregularidades de carácter administrativo, donde un 

día antes de realizar dicha auditoría la alcaldía se incendió. 

  De los pocos documentos que se pudieron recuperar del incendio, el grupo auditor mediante 

informe de auditoría evidenció presuntas irregularidades en la contratación, configurando 

hallazgos de tipo fiscal en contra del alcalde por una cuantía de $210.184.088. En consecuencia, 

la Contraloría General de Santander mediante Resolución N°000475 de 2004 exigió al 

Gobernador de Santander la suspensión del alcalde bajo el principio verdad sabida y buena fe 

guardada.  

 En contra de la anterior decisión, el presunto responsable fiscal, instauró acción de tutela por 

considerar vulnerados sus derechos de petición, debido proceso, igualdad y trabajo, pues en su 

criterio el auto de apertura de la investigación fiscal se profirió sin soporte probatorio; se violó 

el debido proceso al exigir su suspensión sin existir procesos penales y disciplinarios en curso; 

que además se vencieron los términos para adelantar las investigaciones correspondientes sin el 

recaudo de pruebas que lo comprometieron; y no se le respondió su solicitud de revocar la 

medida de suspensión por ausencia de pruebas. 

Problemas jurídicos: 

¿La aplicación del principio de “verdad sabida y buena fe guardada” por el Contralor 

Departamental para solicitar la suspensión del alcalde demandante viola el debido proceso, en 

particular al principio de necesidad de prueba en el proceso fiscal? 

Tesis: No 
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¿El Contralor Departamental violó el debido proceso al exigir la suspensión del alcalde 

investigado sin que existiera en su contra procesos penales y disciplinarios en curso? 

Tesis: No 

Consideraciones: 

 Recuerda la Corte Constitucional que según el artículo 22 de la ley 610 de 2000 "Toda 

providencia dictada en el proceso de responsabilidad fiscal debe fundarse en pruebas 

legalmente producidas y allegadas o aportadas al proceso", Igualmente, en su artículo 41 de la 

misma ley, decreta que para proferir un auto de apertura en el proceso de responsabilidad fiscal 

se debe: (I). identificar la entidad estatal afectada, (II) los presuntos responsables fiscales (III). 

Determinar el daño patrimonial y (IV). Su cuantía y, por consiguiente, los demás elementos de 

la responsabilidad se pueden acreditar en fase posterior.  

  Para la Corte con la investigación realizada por el ente de control en el caso en concreto, se 

logró evidenciar las irregularidades cometidas por el accionante, demostrando que el auto de 

apertura del proceso de responsabilidad fiscal contaba con los soportes probatorios que exige el 

artículo 41 de la Ley 610 de 2000. Es por esto por lo que la Sala llego a la conclusión que no le 

asiste razón al demandante en su reclamo de violación del debido proceso fundado en que el 

auto de apertura de investigación fiscal se produjo al margen del principio de necesidad de la 

prueba que rige el debido proceso fiscal, y a pesar de las dificultades que logro enfrentar el 

órgano de control en razón al incendio de la sede de la alcaldía y justamente a la fecha que debía 

efectuase la auditoria. 

  Sobre la inexistencia de procesos penales y disciplinarios en contra del demandante, sin los 

cuales en el entender del actor no podía ser suspendido por la Contraloría, la Corte recalcó que 

el accionante malinterpretó el numeral 8° del artículo 268 de la Constitución y desconoce que 

las diferentes investigaciones (fiscales, penales y disciplinarias) son autónomas e 

independientes, y con el solo hecho que exista una de estas, y el contralor considere que tenga 

razones fundadas para temer que la permanencia del funcionario investigado pueda afectar las 

investigaciones y dificulte la tarea de fiscalización son más que suficientes para solicitar la 

suspensión del funcionario bajo el principio verdad sabida y buena fe guardada, sin que sea 

necesario que existan los tres procesos en curso por los mismos hechos.  
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  Así para el alto tribunal, la suspensión no vulnera el debido proceso pues al solicitarse en contra 

del actor existía un proceso fiscal en su contra por una cuantía de $210.184.088, es decir, cursaba 

un proceso de tipo fiscal. Razón suficiente para ejercer la potestad de solicitar la suspensión del 

investigado.  

Decisión. Resuelve: 

La Corte confirma la negativa del amparo solicitado, decisión adoptada en ambas instancias. 

Primera Instancia:  

  Negó por improcedente la acción de tutela toda vez que la suspensión como medida dentro del 

proceso de responsabilidad fiscal es un instrumento transitorio encaminado a la efectividad del 

control fiscal, también discrepó que es suficiente con que se adelante un proceso de tipo fiscal 

para la viabilidad de la medida. 

Segunda Instancia:   

  Confirmó la decisión de primera instancia en consideración a que la medida de suspensión del 

alcalde por el principio verdad sabida y buena fe guardada no se está violando derecho alguno 

y se produjo en desarrollo de las facultades consagradas en el artículo 268.8 de la Constitución, 

y no le es permitido al juez de tutela inmiscuirse en ese ámbito de discrecionalidad del órgano 

de control. 

  En consideración a la sentencia estudiada anteriormente, se puede destacar primero que este caso 

fue decidido de la misma manera por los tres jueces o tribunales que lo conocieron: no se le violó 

el debido proceso al accionante, en consideración a que primero el ente de control fiscal cumplió 

con los requisitos para apertura el proceso de investigación fiscal. Igualmente, el Contralor tenía 

la plena facultad para suspender a un funcionario público por el simple hecho de evidenciar que 

no está dando un buen manejo a los recursos públicos, y esto se evidenció en el hallazgo fiscal por 

una cuantía de $210.184.088, y considerando que el accionante podría estropear la investigación 

fiscal en su contra.  

Es importante realizar una interpretación de manera idónea a las normas, en este caso en 

concreto hacemos énfasis al número 8 del artículo 268 superior en donde nos dice que es suficiente 

que exista una investigación ya sea de tipo fiscal, penal o disciplinaria para que el ente de control 
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que en este caso es la contraloría pueda exigir al nominador la suspensión del servidor público y 

no entrar incurrir en el yerro de creer que deben existir las tres investigaciones para dicha acción 

de suspensión se materialice.    

   

c) Análisis de la sentencia T-416 de 2016 (M.P.: Jorge Iván Palacio). 

Hechos relevantes: 

  En el 2005 el alcalde de Bogotá suspendió a la demandante de su cargo de curadora, bajo 

exigencia del contralor distrital de Bogotá invocando el Principio verdad Sabida y buena fe 

guardada. 

  En contra de esta decisión la actora presentó la demanda de nulidad y restablecimiento de 

derecho para el año 2006 con el objetivo de obtener la nulidad de los actos administrativos que 

dieron origen a su suspensión, en razón a que en la época en mención estos actos administrativos 

eran susceptibles de control de legalidad, pero en el año 2008 hubo un cambio del precedente 

judicial. 

  La actora promovió una acción de tutela en contra de una sentencia inhibitoria del Consejo de 

Estado en la cual consideró que los actos de suspensión provisional proferidos por la Contraloría 

Distrital de Bogotá no son susceptibles de control judicial por ser actos preparatorios y no 

definitivos. Para la actora se violaron sus derechos al debido proceso, al acceso a la 

administración de justicia, la igualdad y a los principios de seguridad jurídica, pues no tuvo en 

cuenta que los procesos de responsabilidad fiscal que cursaban en su contra terminaron con 

decisión de archivo. 

Problemas jurídicos: 

¿Cuándo se ha suspendido a un servidor público bajo el principio de verdad sabida y buena fe 

guardada y posteriormente el fallo de responsabilidad fiscal es de archivo o absuelto, el actor 

tiene derecho a interponer una acción de reparación directa?   

Tesis: Si. 

¿La decisión de un Contralor de exigir la suspensión de un servidor público es susceptible de 

control de legalidad ante la jurisdicción de lo contencioso-administrativo? 

Tesis: No. 
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Consideraciones: 

 Aquí la Corte Constitucional recalcó la importancia que cuando un Contralor exige la suspensión 

inmediata bajo el principio de verdad sabida y buena fe guardada, esta suspensión es provisional 

o transitoria; es decir, no está definiendo la situación jurídica del funcionario en cuestión. 

Igualmente, consideró la alta Corte que, si el funcionario público suspendido termina absuelto de 

toda responsabilidad, tiene derecho a iniciar una demanda en contra del Estado (art. 90 C.P.C.) 

haciendo uso del medio de control de reparación directa reclamando aquello que dejó de percibir 

y los daños que se le ocasionaron.  

  Es necesario recordar que la Corte en esta sentencia hace énfasis de unos parámetros que debe 

tener de presente la Contraloría para exigir dicha suspensión como lo es la competencia, el 

carácter vinculante que tiene el nominador, la responsabilidad con la que cuenta los contralores 

y la temporalidad de esta suspensión, razón a esto el ente de control tiene gran responsabilidad 

porque en su defecto puede llegar a causar daños y perjuicios al funcionario. La Corte advirtió 

que aunque el ente de control cuente con esta potestad no significa que se exonere de cualquier 

responsabilidad, motivo por el cual debe tener razones sólidas y  evidencias razonables para creer 

que la permanencia en el cargo del funcionario investigado afecta el desarrollo de la investigación 

fiscal, obstaculizando la misma o comprometiendo aún más el patrimonio del Estado, y no por el 

simple hecho de que el investigado curse un proceso de tipo fiscal, disciplinario o penal en su 

contra sea aplicada de manera arbitraria. 

  Igualmente, la alta Corte Constitucional en la presente sentencia, menciona que, dentro de los 

procesos de responsabilidad fiscal, el término de suspensión provisional mediante el principio 

verdad sabida y buena fe guardada, del ejercicio del cargo se extenderá hasta que se profiera 

decisión de fondo, es decir, fallo con o sin responsabilidad fiscal o de archivo. Pero también 

mencionó que para el caso en concreto la suspensión fue definitiva en consideración a que para 

la fecha de terminación de los procesos de responsabilidad fiscal por los cuales fue suspendida 

terminaron después del período para lo cual fue designada como curadora, impidiendo su 

reintegro. Para dar respuesta al segundo problema jurídico planteado en el análisis de la sentencia, 



38 

 

se debe aludir que la Corte se enfocó en realizar un estudio de los antecedentes de los múltiples 

pronunciamientos del Consejo de Estado con el objetivo de revisar para qué época y tiempo hubo 

cambio del precedente judicial respecto al control legal procedente contra el acto que suspende a 

un funcionario público bajo el principio verdad sabida y buena fe guardada, para concluir que 

sólo desde el 2008 estos actos administrativos por ser preparatorios no podían ser susceptibles de 

control de legalidad considerando a que estos actos tienen características como:  no ponen fin al 

proceso de responsabilidad fiscal, no resuelve de fondo del asunto, y no afectan la continuidad 

del tipo de proceso que se investiga, es por esto que se debe tener de presente que esta suspensión 

de provisionalidad no es obligatoria de hacer siempre uso de ella en todos los casos es decir está 

al arbitrio del ente de control. 

Decisión. Resuelve: 

Tutela los derechos fundamentales, deja sin efectos la sentencia del 14 de noviembre de 2013. 

      Se puede destacar que la Corte Constitucional en esta acción de tutela, reitera que la decisión 

que suspende de manera transitoria a un funcionario bajo el principio verdad sabida y buena fe 

guardada no define su situación jurídica, no desvirtúa la presunción de inocencia del responsable 

fiscal, en razón a que la suspensión es temporal y no definitiva, razón por la cual al ser actos 

instrumentales o preparatorios no son objeto de control de legalidad por vía judicial. Es necesario 

entonces diferenciar cuáles son los actos administrativos que son susceptibles de control de 

legalidad, no se debe confundir los actos administrativos preparatorios de los definitivos, debido a 

que los primeros son de carácter procedimental y no está definiendo la situación jurídica del 

servidor público, contrario a los definitivos que son aquellos que concluyen de fondo el asunto y 

producen efectos jurídicos, definiendo la situación jurídica del investigado. 

Los fallos de responsabilidad fiscal que definen la situación jurídica del suspendido son actos 

administrativos definitivos, y estos son susceptibles de ser demandados ante la jurisdicción de lo 

contencioso-administrativo. Cuando el proceso de responsabilidad fiscal termina a favor del 

funcionario suspendido (decisión de archivo o de absolución), este funcionario tiene derecho 

acudir a la administración de justicia e interponer una demanda a través del medio de control de 

reparación directa para exigir que se le pague o se le indemnice los daños y perjuicios que le fueron 

ocasionados por la medida cautelar. 
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No debe olvidarse que un proceso de responsabilidad fiscal prescribe en un término de cinco 

años, y la medida está contemplada como temporal y no definitiva como se presentó en el caso de 

estudio donde en la época de los hechos de suspensión a la accionante le faltaba un año para 

terminar su gestión como Curadora, y a diciembre de 2006 (tiempo en que terminaba su mandato) 

la Contraloría no se había pronunciado sobre la suspensión.  

 
3.2. Escenarios jurisprudenciales en el Consejo de Estado 

a) Análisis de la Sentencia del 26 de mayo de 2011, C.P.: Bertha Lucia Ramírez de Páez, Rad. 

No 05001-23-31-000-1999-02814-01(0416-10) 

Hechos relevantes: 

  Mediante comunicado No. 443130 de 15 de julio de 1996, el Contralor General de Antioquia 

solicitó al Gobernador la suspensión provisional del actor quien ocupaba un cargo con derechos 

de carrera administrativa, lo que se cumplió mediante la Resolución No. 0643 de 16 de julio de 

1996.  

  El 25 de octubre del mismo año, el Contralor General de Antioquia le solicitó al Gobernador 

de Antioquia levantar la medida provisional, en consideración a que la Fiscalía General de la 

Nación dictó medida de aseguramiento de detención preventiva contra el demandante. Al 

momento de liquidar las cesantías y prestaciones sociales, el nominador no incluyó o tuvo en 

cuenta los 3 meses de suspensión, ni la prima de vida cara a las que consideraba tenía derecho 

de recibir. Esa liquidación fue demandada teniendo en cuenta el lapso en que el actor estuvo 

detenido. 

 Del proceso de responsabilidad fiscal que el actor tenía en su contra, culminó con fallo de 16 

de marzo de 1999, siendo declarado responsable fiscalmente por la Contraloría de Antioquia, y 

luego absuelto en el mes de marzo de 2008 porque se extinguió la obligación. 

  El actor considera que se violaron sus derechos laborales pues la Contraloría Departamental de 

Antioquia luego de ordenar la suspensión, debió ordenar también que se le cancelaran los 

salarios y prestaciones dejados de percibir mientras duró la suspensión. 

  Como fundamento de sus pretensiones, cita los artículos 115 y 116 de la Ley 200 de 1995 que 

ordena pagar los salarios y prestaciones al servidor público que, dentro de un proceso 

disciplinario, haya sido suspendido provisionalmente y luego absuelto. 
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Problemas jurídicos: 

¿El servidor público que primero fue suspendido provisionalmente del cargo, bajo el principio 

de verdad sabida y buena fe guardada, y luego fue declarado fiscalmente responsable, tiene 

derecho a que le reconozcan y paguen los salarios y prestaciones dejados de percibir durante el 

término que duró la suspensión provisional? 

Tesis: No. 

Consideraciones: 

  El Consejo de Estado recordó que los pagos a los servidores del Estado se encuentran 

reglamentados en el Decreto 1647 de 5 de diciembre de 1967, según el cual los sueldos o 

cualquier remuneración se pagan “por servicios rendidos”. Añadió que cuando la Contraloría 

exige la suspensión inmediata de un servidor público es porque tiene indicios que existe un 

detrimento patrimonial el cual, este ente necesita tener vía libre para iniciar una investigación 

sin que exista obstáculos que pueda interferir en la indagación o desviarla, de allí que la 

contraloría suspende del cargo a los supuestos implicados para buscar la verdad de los hechos.                                                  

Argumenta que en la Sentencia C-280 de 1996 se sostuvo que esta suspensión busca garantizar 

la buena marcha y la continuidad de la función pública sin que se afecte el empleo ni se atente 

contra la honra ni el debido proceso del disciplinado porque durante la investigación es posible 

para el implicado ejercer su defensa, desvirtuar la acusación que se le imputa, y si así ocurre a 

ser reintegrado al servicio con el pago que dejó de percibir durante el tiempo en que fue 

suspendido 

  El Consejo de Estado citó el artículo 268 numeral 8 de la Carta Política para referirse a la 

facultad que tiene el Contralor de promover ante las autoridades competentes investigaciones 

penales o disciplinarias en contra de quien ha causado detrimento en el patrimonio del Estado, 

así mismo, y citó la Sentencia C-406 de 1995 para aludir que esta suspensión contiene una carga 

legítima con consecuencias salariales delicadas y rigurosas que asume el servidor implicado pero 

que este tendrá oportunidad en su momento de desvirtuar los hechos. 

  Frente a los hechos del caso, encontró probado que el juicio de responsabilidad fiscal culminó 

con fallo el 16 de marzo de 1999 y luego en 2008 se extinguió la obligación , la Sala decidió que 

el actor no tenía derecho a los pagos solicitados por el tiempo en que estuvo suspendido debido 
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a que esta se realizó conforme al principio verdad sabida y buena fe guardada y porque si bien 

es cierto el proceso de responsabilidad fiscal producto de esa suspensión fue extinguida la 

obligación, no lo hace absuelto de su responsabilidad  fiscal y finalmente porque los pagos por 

sueldos atribuidos a los funcionarios públicos serán por los servicios prestados.  

Decisión 

Confirma el fallo de primera instancia que negó las pretensiones. 

Se comparte la decisión del fallo, pues el accionante no tiene derecho a que se le reconozcan y 

paguen los salarios, dejados de percibir por el tiempo de su suspensión bajo el principio verdad 

sabida y buena fe guardada. ¿por qué? Cuando un servidor es responsable fiscalmente por ley no 

tiene derecho a que se le haga el reintegro de lo que ha dejado de percibir, pues se demostró que 

el Contralor tomó decisión coherente en consideración a que este funcionario le había causado un 

daño al patrimonio al Estado. Igualmente, en que un servidor del Estado no realice sus funciones 

traerá consecuencias de acuerdo con el artículo 1 del decreto 1647 de 1967 dejando de percibir el 

pago de sus salarios. 

 
b) Análisis de la Sentencia del 14 de noviembre de 2013. (C.P.: Bertha Lucia Ramírez de 

Páez, Radicado N°25000-23-25-000-2006-00393-01(1734-13) 

Hechos 

La accionante promovió la nulidad y el restablecimiento del derecho lesionado con la suspensión 

provisional solicitada por el Contralor de Bogotá D, C., del cargo de Curadora Urbana No. 2 que 

ella ocupaba mientras se adelanta la investigación de responsabilidad fiscal, y el acto por el cual 

el alcalde de Bogotá ejecutó la medida de suspensión. Esta suspensión se dio mientras transcurría 

el ejercicio del cargo por cinco años, lapso durante el cual había sido nombrada y la suspensión 

se encontraba vigente al momento en que aquél terminó. 

  Para 10 de septiembre de 2012 mediante sentencia negó las súplicas de la demandada el 

Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, Sala de Descongestión. Correlación a la 

excepción de caducidad, señala que no está llamada a prosperar porque la demanda se presentó 

dentro del término de caducidad, pues el término empezó a correr desde el 12 de diciembre de 

2005 hasta el 17 de abril de 2006. 

Problemas jurídicos 
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¿Se puede suspender a un servidor público bajo el principio de verdad sabida y buena fe 

guardada, mientras se adelantan las respectivas investigaciones de tipo fiscal, penal o 

disciplinarias? 

Tesis: Si 

¿El acto administrativo emitido por el Contralor, debe ser sujeto de legalidad por vía judicial? 

Tesis: No 

Consideraciones 

  El Consejo de Estado enfatiza que al analizar los artículos 268-8 272-6 es claro que no se 

requiere de un desarrollo legal por ser el mismo texto constitucional el que delimita claramente 

su procedencia y alcance. 

  Es importante tener de presente lo que dice el Consejo ante la expresión “exigir”, facultad con 

la que cuenta el Contralor según el texto constitucional artículo 268-8 superior, frente al 

nominador quien está obligado a materializar la orden de suspensión, ya que es una imposición 

constitucional y no le da derecho a este último de decidir la ejecución de la acción. Asimismo, 

resalta que como medida cautelar no separa definitivamente del cargo al servidor público o 

funcionario, pues aún no se ha desvirtuado la presunción de inocencia por ese motivo esa 

suspensión es provisional, cautelar, no sancionatoria. 

  La Sala consideró que es necesario hacer una interpretación idónea de esta medida pues cuenta 

con una doble connotación: es una sanción, pero no puede ser impuesta por la Contraloría porque 

su naturaleza es disciplinaria y es la medida cautelar que tiene origen constitucional con el fin de 

asegurar la transparencia, imparcialidad y efectividad de la investigación fiscal. 

  La Sala hizo alusión que esta medida es razonable, pues la misma Carta Política facultad a este 

ente de exigir a nominador la suspensión del funcionario público, pero también realiza una 

advertencia que esta medida cautelar no puede ser usada de manera arbitraria, pues siempre debe 

existir razones suficientes que permita deducir que la estadía de ese funcionario pueda afectar la 

investigación, dificultar la tarea de fiscalización, comprometer más aún los interés colectivos o 

los bienes del Estado. Nos recuerda el Consejo que es necesario tener en cuenta que deben existir 

investigaciones penales, fiscales o disciplinarias en curso para poder accionar el principio de 

verdad sabida y buena fe guardada con la finalidad de la suspensión del servidor público.  
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  Por eso sostiene que esta suspensión es un instrumento para el buen desarrollo de las actuaciones 

administrativas por tanto no son demandables ante la jurisdicción. Entonces es necesario entender 

que los actos que decretan la suspensión provisional del cargo no se profieren por las mismas 

autoridades que adelantan la investigación sea de tipo disciplinario, fiscal o penal de acuerdo con 

esto no se está expidiendo estos actos administrativos dentro del proceso, tampoco está 

obstaculizando o viabilizan la sucesión de las etapas procesales, pero tampoco se puede negar 

que si es de naturaleza instrumental, preparatoria que es preliminar en la función investigativa y 

se requiere de un buen desarrollo.  

  Cuando el acto administrativo es de carácter instrumental este no está colocando fin a la 

actuación administrativa, se puede destacar como aquel acto preparatorio, no está definiendo la 

situación jurídica del servidor público no es susceptible de control de legalidad y esta es una 

decisión propia del contralor al decidir si exige la suspensión bajo el principio de verdad sabida 

y buena fe guardada para que el nominador proceda a materializar dicha suspensión del cargo 

Decisión 

Revoca la sentencia de primera instancia que negó las pretensiones para en su lugar inhibirse de 

efectuar un pronunciamiento de fondo de las presentaciones de la demanda. 

La Sentencia T-416 de 2016 de Corte Constitucional, que se analizó anteriormente deja sin 

efectos esta providencia ahora analizada. Como se dijo el tribunal constitucional evidenció que 

una autoridad que incurra en una decisión sin ninguna motivación está desconociendo el derecho 

al debido proceso, cuando en una providencia no tiene de presente los hechos y los argumentos 

que aporta las partes en un proceso para la toma de decisiones, es por esto que incurren en un yerro 

al no justificar el motivo por el cuál no se pronuncian respecto de las pretensiones realizadas por 

las partes o sobre ciertos temas en concreto de manera que dejan vacíos, el cual esto conlleva a 

una gran consecuencia y es que produce inseguridad jurídica a causa de un sustento probatorio. De 

acuerdo a la sentencia T-416 de 2016, que falla a favor de la accionante, el cual argumento y 

demostró que efectivamente se le vulneraron sus derechos, como el acceso a la administración de 

justicia, al debido proceso y los principios de seguridad jurídica, confianza legítima y buena fe de 

la señora Brianda Mercedes Reniz Caballero y, en consecuencia deja sin efecto la providencia y 

así mismo le dice a la accionante que ella debe interponer la acción de reparación directa ante la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
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c) Concepto del 24 de mayo de 2011 de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de 

Estado (C.P.: Enrique José Arboleda Perdomo).  

Número de Radicado: 11001-03-06-000-2011-00023-00(2056) 

Hechos relevantes: 

El señor Ministro del Interior y de Justicia a petición del Auditor General de la República, 

solicita a la Sala conceptuar acerca del ejercicio de la facultad de suspensión inmediata de los 

contralores territoriales, con fundamento en la verdad sabida y buena fe guardada. 

Problemas jurídicos: 

¿La facultad de suspensión inmediata de funcionarios amparada en el criterio de verdad sabida 

y buena fe guardada, otorgada al Contralor General de la República es aplicable por extensión 

al Auditor General de la República respecto de las Contralorías Territoriales en el ejercicio de 

la vigilancia de la gestión fiscal? 

Consideraciones: 
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    Según concepto emitido por la Sala de Consulta del Consejo de Estado el Contralor General 

de la República, los contralores distritales, departamentales y municipales, cuenta con facultades 

otorgadas por la Constitución Política de Colombia para suscitar las respectivas investigaciones 

fiscales, penales o disciplinarias a las entidades que administren recursos públicos o aquellos 

servidores, quienes hayan causado un detrimento patrimonial al Estado, otorgándoles la potestad 

de suspender inmediatamente a los funcionarios involucrados en los procesos enunciados 

anteriormente. 

   También la Sala dijo que esta suspensión es una medida cautelar sustentada en el artículo 268 

constitucional y que su único objetivo es garantizar que la investigación del funcionario 

suspendido continúe su curso sin que hayan obstáculos y verse sobre la legalidad y transparencia, 

buscando la veracidad de los hechos con único fin de proteger el patrimonio del Estado, sin 

significar que se está atentando contra el empleo, honra  ni el debido proceso del disciplinado o 

investigado, en consideración que posteriormente este servidor público tendrá su oportunidad de 

ejercer su derecho a la defensa dentro del proceso de responsabilidad fiscal; es decir, poder 

desvirtuar de lo que se le está inculpando y si lograra demostrar su inocencia el funcionario 

tendrá derecho a reincorporarse y asimismo solicitar que se le reintegre lo que dejó de percibir. 

  De la misma manera, la Sala recalcó que la medida cautelar o medida de suspensión es a título 

de un mecanismo transitorio con la finalidad de que se permita realizar una investigación sin 

ningún tipo de interferencia por parte del servidor o servidores públicos involucrados o que haga 

uso de sus influencias para obstaculizar, dilatar el proceso y no llegar a la verdad de los hechos.  

  Respecto si aplica por extensión el principio de verdad sabida y buena fe guardada a la 

Auditoría General de la República, la Sala esclareció que el único órgano de control que tiene la 

facultad para exigir la suspensión inmediata de un servidor público son las contralorías de 

conformidad al texto constitucional y de acuerdo con la jurisprudencia. Respecto a la Auditor 

General de la República recalcó la Sala que efectivamente la constitución, las normas y la 

jurisprudencia han sido claras con sus funciones acentuando el numeral 8 del artículo 17 del 

Decreto-Ley 272 de 2000 donde reza “Promover ante las autoridades competentes, aportando 

las pruebas respectivas, investigaciones penales o disciplinarias contra los funcionarios o ex 

funcionarios de las entidades vigiladas que hubieren causado perjuicio a los intereses 

patrimoniales del Estado”, evidenciando que esta entidad no está facultada ni de forma directa 
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ni por remisión de normas para adaptar el principio en mención, y por lo tanto no puede ser 

aplicada por analogía o extensión.  

  Conforme a lo anterior, es necesario tener en cuenta el presente concepto jurídico proferido por 

el Consejo de Estado donde aclara que cada institución del Estado cuenta con ciertas facultades, 

funciones y competencias de orden constitucional y legal, de manera que cada una de estas debe 

cumplir con lo estipulado en la norma y no interpretar de manera errónea la normatividad ni 

tampoco aplicarla por analogía o extensión como en su momento el Auditor lo sugirió en la 

consulta que realizó al Consejo de Estado.  

 Decisión 

La Sala de Consulta y Servicio Civil, responde: 

El Auditor General de la República no puede asumir por extensión una competencia 

constitucional y legalmente atribuida al Contralor General de la República, pues no le ha sido 

otorgada explícitamente por la Constitución o por la ley. 

 De acuerdo con el concepto estudiado se evidencia  que el único órgano de control que tiene la 

facultad de exigir la suspensión de un servidor público bajo el principio de la verdad sabida y 

buena fe guardada es la Contraloría General de la República, las contralorías territoriales, 

distritales y departamentales, y que si bien es cierto que la Auditoría General de la República es 

un órgano de vigilancia de los recursos públicos, no se encuentra facultado para ejercer este 

principio y por lo tanto debe ejercer las funciones y competencias inculcadas en la Constitución y 

la ley. 
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CAPÍTULO IV 

 
La aplicación de la verdad sabida y buena fe guardada en el Departamento de Santander 

 

 En este apartado se exponen los análisis sobre las decisiones tomadas por las Contralorías locales 

que tienen jurisdicción dentro del Departamento de Santander, en que solicitaron la suspensión de 

funcionarios con fundamento en el principio verdad sabida y buena fe guardada, a cuántos y cuáles 

funcionarios se les aplicó esta medida cautelar o transitoria a partir del año 2015.  

El principio de la verdad sabida y buena fe guardada de acuerdo con el análisis y lo estudiado 

en los precedentes jurisprudenciales de la Corte Constitucional como del Consejo de Estado, sirven 

a las Contralorías a nivel territorial para blindar la efectividad de la investigación fiscal con la 

separación del cargo del investigado. Entonces debe sostenerse que los pasos a seguir por parte del 

Contralor respectivo es emitir una resolución con su respectiva motivación que explique al 

nominador que tiene la potestad constitucional de accionar el principio de verdad sabida y buena 

fe guardada y por consiguiente exigir la suspensión de un servidor público para que este no 

interfiera en la investigación, decisión que es vinculante.   

En el siguiente cuadro se exponen las decisiones recopiladas entre 2015 y 2022, ordenadas de 

la más reciente a la más antigua 

 

Año 2015 a 2022  

Nº Contraloría 
N.º Acto y 

Fecha 
Naturaleza del 

cargo 
¿A quién se suspendió? 

1 
General de 
Santander 

000875 del 
5 de 
diciembre 
de 2022 

Libre 
nombramiento 

y remoción 

Coordinador de Deporte Alto 
Rendimiento del INDERSANTANDER  

2 
General de 
Santander 

000876 de 
5 de 
diciembre 
de 2022 

Libre 
nombramiento 

y remoción 
Director del INDERSANTANDER  
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3 
General de 
Santander 

271 del 14 
de mayo 
de 2020 

Elección 
Popular 

Alcalde del Municipio de Puerto Parra 

4 
General de 
Santander 

000101 del 
12 de 
febrero de 
2020 

Carrera 
Administrativa 

Profesional Universitario Código 219 
Grado 15  

5 
General de 
Santander 

100 del 11 
de febrero 
de 2020 

Carrera 
Administrativa 

Profesional Universitario Código 219 
Grado 15  

6 
Municipal de 
Bucaramanga 

000309 del 
05 de 
octubre de 
2016. 

Libre 
nombramiento 

y remoción 
Gerente de Metrolínea 

7 
Municipal de 
Bucaramanga 

000111 de 
01 de 

agosto de 
2018 

Libre 
nombramiento 

y remoción 
Gerente de la EMAB 

 
  

 Elección popular 1 

 Libre y nombramiento y remoción 4 

 Carrera Administrativa 2 

 

Como se puede observar, solo las Contralorías General de Santander y Municipal de 

Bucaramanga profirieron decisiones que interesan a esta investigación. Las Contralorías 

Municipal de Girón, Floridablanca y Barrancabermeja no lo han hecho. Las resoluciones fueron 

obtenidas en respuestas a derechos de petición elevados. 

De acuerdo con lo anterior se analizará la respuesta de cada ente control de la siguiente manera: 

 

4.1. Contraloría General de Santander 

Mediante oficios N°648 de fecha 29 de junio de 2022 y N°0186 del 20 de enero de 2023, el 

ente de control en mención respondió que desde la vigencia 2015 hasta la fecha de la última 
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contestación, ha suspendido a siete (7) funcionarios bajo el principio verdad sabida y buena fe 

guardada. A continuación, analizaremos los actos administrativos producto de la aplicación de este 

principio: 

 

a) Suspensión del coordinador de INDERSANTANDER 2022. 

Solicitud Medida De Suspensión 

N°Acto Hechos 

000875 de 5 

de diciembre 

de 2022 

  La Subcontraloría delegada para Responsabilidad Fiscal, Jurisdicción Coactiva 

y administrativos sancionatorios de la Contraloría General de Santander (CGS), 

abrió proceso de responsabilidad fiscal bajo radicado 2022-081 del Coordinador 

de Deporte Alto Rendimiento del INDERSANTANDER.     

 Que mediante informe de auditoría financiera y de gestión realizada vigencia 

2021 a INDERSANTANDER el grupo auditor de la CGS configuró hallazgos 

con incidencia administrativo, disciplinaria y fiscal. Este último por una cuantía 

de $31.265.000., al Coordinador de Deporte Alto Rendimiento del 

INDERSANTANDER por presuntas irregularidades en el convenio COL-434 de 

2021. 

 Que la CGS a través de la oficina de Políticas Institucionales recibió cuatro 

denuncias por presuntas irregularidades ejecutadas por INDERSANTANDER 

mediante contrato N°341 de 2022. 

 Que mediante acto administrativo N°000875 del 05 de diciembre de 2022 la 

Contralora General de Santander (e) solicitó al director de 

INDERSANTANDER o quien haga sus veces, la suspensión provisional 

inmediata del Coordinador de alto rendimiento de INDERSANTANDER por los 

motivos expuestos anteriormente.  

 A 09 de febrero de 2023 el Coordinador de Deporte Alto Rendimiento del 

INDERSANTANDER se encuentra suspendido por los hechos anteriormente 

citados. 
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Conclusión   Se puede evidenciar que esta resolución emitida por el ente de control cuando 

solicita la exigencia del funcionario ellos realizan una explicación porque tiene 

dicha facultad para exigir la suspensión al gobernador y  en ese entendido citan 

los artículo constitucionales 267, 268, 272-6 superior y también mencionan el 

acto legislativo 04 de 2019 artículo 2,  con el objetivo de exponer ante el 

nominador los hechos por cuales el ente de control decide que es idóneo 

suspender a este servidor público. En este caso, se pudo demostrar que el ente de 

control dado a las circunstancias del informe que se le realizó a la entidad y a las 

quejas presentadas en el cual se evidenció presuntas irregularidades en el manejo 

de los recursos públicos acciono el principio verdad sabida y buena fe guardada 

suspendiendo del cargo provisionalmente a este funcionario.   

 

b) Suspensión del Director de INDERSANTANDER 2022. 

Solicitud Medida De Suspensión 

N°Acto Hechos 

000876 de 5 

de diciembre 

de 2022 

 La Subcontraloría delegada para Responsabilidad Fiscal, Jurisdicción Coactiva 

y administrativos sancionatorios de la Contraloría General de Santander (CGS), 

abrió proceso de responsabilidad fiscal bajo radicado 2022-081 en contra del 

director del INDERSANTANDER. 

 Que mediante informe de auditoría financiera y de gestión realizada vigencia 

2021 a INDERSANTANDER el grupo auditor de la CGS configuró hallazgos 

con incidencia administrativo, disciplinaria y fiscal. Este último por una cuantía 

de $31.265.000., al director de INDERSANTANDER por presuntas 

irregularidades en el convenio COL-434 de 2021. 

 Que la CGS a través de la oficina de Políticas Institucionales recibió cuatro 

denuncias por presuntas irregularidades ejecutadas por INDERSANTANDER 

mediante contrato N°341 de 2022. 

  Que mediante acto administrativo N°000876 del 05 de diciembre de 2022 la 
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Contralora General de Santander (e) solicitó al señor Gobernador de Santander 

la suspensión provisional inmediata del señor director de INDERSANTANDER 

por los motivos expuestos anteriormente.  

 A 09 de febrero de 2023 el director de INDERSANTANDER se encuentra 

suspendido por los hechos anteriormente citados. 

Conclusión Podemos concluir que cuando la Contraloría solicito la suspensión del servidor 

público al nominador que en este caso es el Gobernador del Departamento de 

Santander, este ente de control hace alusión en la resolución que ellos cuentan 

con la facultad de exigir esta suspensión porque la Carta Política en el artículo 

268 numeral 8 y en concordancia con el artículo 272, le da la potestad de exigir 

dicha suspensión al considerar que existe razón suficiente que el servidor público 

pueda llegar a entorpecer la investigación; entonces esta suspensión la realizan 

con el objetivo de que sea una indagación de manera trasparente y poder buscar 

la veracidad de los hechos. 

 

c) Suspensión del Alcalde Municipal de Puerto Parra 2020 

Solicitud Medida De Suspensión 

N° Acto Hechos 

271 del 14 

de mayo de 

2020 

  Con esta resolución el Contralor General de Santander le solicita al Gobernador de 

Santander, la suspensión inmediata del alcalde de Puerto Parra mientras culminan las 

investigaciones y/o respectivos procesos fiscales N°2020-34, 2020-35 y 2020-36, 

teniendo en cuenta que realizó una auditoría exprés a la administración municipal 

Puerto Parra, con el fin de investigar las presuntas irregularidades puestas en 

conocimiento mediante la denuncia DPD-20-0114 SIA ATC: 192020000182, por 

posibles sobre costos en suministros, la cual dejó los siguientes hallazgos: tres 

administrativos, tres disciplinarios, tres penales y tres fiscales por una cuantía de $ 

39.421.429,95, hechos por los que se vincula al Alcalde Municipal como presunto 

responsable de un daño fiscal. 
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  Teniendo en cuenta el informe definitivo de auditoría exprés, se abrieron tres 

procesos de responsabilidad fiscal:1) N°2020-34 de 2020 por $8.467.828,95; 2) 

N°2020-35 de 2020 por $18.053.090; y 3) N°2020-36 de 2020 por $12.901.311 

contra el ordenador del gasto en su calidad de Alcalde del Municipio de Puerto Parra, 

por presuntas irregularidades en la contratación en el marco de la pandemia COVID-

19. 

 El día 14 de mayo de 2020 la Subcontralora delegada para Procesos de 

Responsabilidad Fiscal, Jurisdicción Coactiva y Administrativos Sancionatorios, 

notificó la apertura del proceso N°2020-035 al alcalde del Municipio de Puerto Parra 

y ordenador del gasto de tal municipio, quien fue vinculado por presuntas 

irregularidades encontradas en el informe de auditoría exprés N°006 de 2020. los 

procesos N°2020-34 y 2020-36 fueron trasladados a la CGR. 

Solicitud Levantamiento De Medida De Suspensión 

No Acto Hechos 

360 del 

23 de junio 

de 2020. 

  El Contralor General de Santander le solicita al Gobernador de Santander, levantar 

de manera inmediata la suspensión que pesa sobre el alcalde Municipal de Puerto 

Parra, teniendo en cuenta que luego de ser suspendido, se tramita únicamente el 

Proceso de Responsabilidad Fiscal 2020-035 por un valor de $18.053.090. con 

ocasión del informe definitivo de auditoría exprés 006 de 2020. 

 Agrega que el Alcalde de Puerto Parra pagó con recursos propios el valor indexado 

del monto del daño fiscal a favor del mismo ente territorial, tras lo cual envió oficio 

de solicitud de cesación del proceso en cuestión. Informa que la Contraloría verificó 

la realización del pago por lo que no hay lugar, para presumir un riesgo de 

vulneración en la verdad sabida y la buena fe guardada, toda vez, que el pago del 

daño fiscal conduce a observar una conducta de resarcimiento, no existiendo ya 

elementos constitutivos que permitan mantener la suspensión del alcalde. 

Conclusión: Cuando la Contraloría exige la suspensión de un servidor público en la resolución 

que emite al nominador realiza sus consideraciones, argumentando que ellas están facultadas 

constitucionalmente para exigir esta acción y que el nominador se encuentra en el deber de 

materializar de forma inmediata. Motivo por el cual el ente de control tiene temor que el servidor 
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público obstaculice el transcurso de la investigación o pueda comprometer aún más el interés 

colectivo o el patrimonio del Estado.  

   En el caso en concreto la Contraloría General de Santander suspendió al alcalde del municipio 

de Puerto Parra en la vigencia 2020, bajo el principio de verdad sabida y buena fe guardada, 

porque el ente de control encontró irregularidades en algunos procesos de contratación por 

sobrecostos en la adquisición de productos entregados a la ciudadanía en emergencia sanitaria 

COVID 19. El ente de control toma esa decisión porque temía que el alcalde interfiriera en la 

investigación teniendo en cuenta que él era el jefe directo del personal administrativo que participó 

en tales procesos y podría haber tráfico de influencias. 

  Las investigadoras entrevistaron al Contralor quien se encontraba en el cargo para ese entonces, 

donde se le preguntó ¿por qué decidió accionar este de este principio? Manifestó que para la época 

de los hechos se presentaron muchas denuncias sobre altos costos en la contratación de diferentes 

entidades públicas del departamento; fue entonces que decidió con su equipo de trabajo realizar 

una correría por las diferentes alcaldías de Santander, encontrando irregularidades en la 

contratación del municipio de Puerto Parra. Igualmente, argumentó que quería enviar un mensaje 

a la ciudadanía de que el ente de control estaba atento a la vigilancia de los recursos públicos en 

la época de la pandemia, y que, con la aplicación de este principio, los demás alcaldes del 

departamento reaccionaron de forma positiva, modificando las propuestas contractuales respecto 

a precios, generando un beneficio de auditoría de control fiscal.   

 

d) Suspensión de un Profesional Universitario del IDESAN- 2020. 

Solicitud Medida De Suspensión 

N° Acto Hechos 

000101 

del 12 de 

febrero de 

2020 

En medios de comunicación a finales de 2019 se conocieron denuncias sobre un 

“carrusel de créditos” por más de 12 mil millones de pesos, realizados sin soportes 

de pagos. Esto llevó a que el Consejo de Directivo de la entidad según Acta 07 del 

20 de diciembre de 2019, decidiera apartar "del comité de cartera de la entidad a las 

personas que aprobaron los créditos relacionados con el acta y que en la actualidad 

siguen vinculados a IDESAN", siendo uno de estos el Profesional Universitario 

Código 219 Grado 15, adscrito a la dependencia del área de jurídica. 
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  Estos hechos hicieron que la Subcontraloría Delegada para el Control Fiscal 

ordenará realizar un proceso auditor especial al IDESAN, encontrando que el 

coordinador del área jurídica es responsable de evaluar el cumplimiento de los 

requisitos legales de la documentación requerida y la valoración de las garantías, 

contando con voz y voto para la toma de decisiones sobre los créditos a otorgar, 

encontrado que ese Profesional Universitario en los años 2018 y 2019 había hechos 

análisis para otorgar créditos irregulares. 

  Por lo anterior, concluye que existe un riesgo de vulneración al patrimonio público 

por lo que con fundamento en la verdad sabida y la buena fe guardada, se debe 

solicitar la suspensión inmediata del Profesional Universitario Código 219 Grado 15, 

adscrito a la dependencia área jurídica. 

Solicitud Levantamiento de Medida de Suspensión 

No Acto Hechos 

000371 de 

31 de mayo 

de 2021 

  Se relata que el gerente de IDESAN acató la orden del Contralor General de 

Santander, suspendiendo del ejercicio del cargo al profesional universitario, adscrito 

a la dependencia del área jurídica, que luego producto de las investigaciones se 

elaboró "Informe Definitivo No. 009 del 17 de julio de 2020 Auditoría Especial de 

Atención y Trámite de Denuncia DPD 190059 SIA ATC - 192019000095 y otros 

por presuntas irregularidades en IDESAN" y se encontraron 23 hallazgos 

administrativos, 18 disciplinarios y 09 fiscales por un valor de $32.083.075.725. 

  Agrega que por los mismos hechos la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

adelantó una investigación penal. 

  Añade que el profesional universitario suspendido realizó versión libre en el marco 

del proceso de Responsabilidad Fiscal que se iniciaron por los hechos mencionados 

en los considerandos anteriores. 

  La Subcontraloría de Responsabilidad Fiscal mediante traslados hechos por la 

Subcontraloría del Control Fiscal, obtuvo los elementos recaudados en la auditoría 

especial que dio origen al informe definitivo 009 de 2020. 

  El proceso de Responsabilidad Fiscal y sus respectivas investigaciones continúan, 

se considera que ya no existe un riesgo inminente para la investigación por parte del 
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profesional universitario, adscrito a la dependencia del área de jurídica, pues se ha 

recaudado material probatorio tanto por parte de la contraloría General de Santander, 

como por la Fiscalía general de la Nación, de allí que el desempeño del cargo del 

empleado público ya no sea un riesgo para la investigación. 

 

Conclusión: Siempre que la contraloría emite una resolución al nominador estará 

debidamente argumentada, haciendo énfasis que la carta política le otorga la faculta 

para realizar dicha suspensión, exigiendo al nominador que proceda a materializar la 

suspensión del funcionario público investigado, pues el nominador es quien tiene la 

obligación de ejecutar esta suspensión directa a través de una resolución que se le 

hace llegar al servidor público implicado. 

  En el caso en concreto, se puede evidenciar que la Contraloría activa el principio 

de verdad sabida y buena fe guardada, en consideración a que en la auditoría 

realizada por el ente de control producto de las quejas recibidas, se evidenció que el 

funcionario profesional universitario adscrito a la dependencia del área de jurídica 

de IDESAN era responsable de daños fiscales, y que su presencia en la entidad podría 

obstaculizar la investigación en el proceso de responsabilidad fiscal, y así asegurar 

que la indagación se realizará de manera efectiva, es decir que no hubiera ningún 

obstáculo que interfiriera en esta investigación. Una vez realizada la investigación 

dentro del proceso de responsabilidad fiscal y el recaudo del material probatorio, el 

ente de control consideró que no existía riesgo inminente para la investigación y 

solicitó su vinculación. 

 

 

e) Suspensión de un Profesional Especializado del IDESAN - 2020. 

Solicitud Medida De Suspensión 

N° Acto Hechos 
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100 del 11 

de febrero 

de 2020 

  El 11 de febrero de 2020 el Contralor General de Santander le solicita al Gerente de 

IDESAN la suspensión inmediata del Profesional Especializado y perteneciente a la 

dependencia del Grupo de Gestión Financiera y Administrativa encargado de elaborar 

los estudios de los créditos financieros mientras culminan las investigaciones y/o 

respectivos procesos fiscales, penales y/o disciplinarios que existen en su contra, en 

consideración a que para el ente de control consideraba que su permanencia en el 

cargo, existía un riesgo de vulneración en la verdad sabida y buena fe guardada, por 

los siguientes hechos: 

  Esto ocurrió luego que a finales de 2019 se conocieron denuncias difundidas por 

medios de comunicación sobre la ocurrencia de préstamos a personas que no tenían 

garantías reales de respaldo. 

  El Consejo Directivo del IDESAN en Acta 07 del 20 de diciembre de 2019 solicitó 

que se “apartaran del comité de cartera de la entidad a las personas que aprobaron los 

créditos relacionados con el acta y que en la actualidad siguen vinculados a IDESAN”, 

siendo uno de estos el funcionario suspendido. 

  La decisión de suspender se sustentó en una auditoría especial realizada al IDESAN 

que evidenció que el funcionario suspendido tenía la competencia de elaborar los 

estudios de los créditos financieros, mediante análisis de la capacidad de 

endeudamiento, capacidad de pago, garantías otorgadas, niveles de riesgos, 

sostenibilidad de la deuda e indicadores de conformidad con lo dispuesto en las 

normas que regulan el endeudamiento público. 

Solicitud Levantamiento de la medida de suspensión 

N° Acto Hechos 

62 del 03 

de enero 

de 2021. 

  El Contralor General de Santander le solicita al Gerente del IDESAN levantar de 

manera inmediata la suspensión que pesa sobre el funcionario que se desempeñaba 

como Profesional Especializado y perteneciente a la dependencia del Grupo de 

Gestión Financiera y Administrativa, teniendo en cuenta lo siguiente, en razón a que 

la investigación adelantada concluyó con 23 hallazgos administrativos, 18 

disciplinarios y 09 fiscales por una cuantía de $32.083.075.725; y que igualmente la 

FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN había concluido con la etapa de 
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investigación  por lo que se consideró que ya no existe un riesgo inminente para la 

investigación por parte del funcionario, ya que se ha recaudado material probatorio 

tanto por parte de la contraloría General de Santander, como por la Fiscalía General 

de la Nación, en el que el funcionario suspendido pudo tener una presunta injerencia. 

Conclusión: La Contraloría cuando envía la resolución al nominador para exigir la suspensión 

del funcionario producto del principio verdad sabida y buena fe guardada, argumenta que es 

necesaria la suspensión para que el proceso de responsabilidad fiscal sea transparente, y el 

implicado no pueda inferir y entorpecer el mismo.  

  Se puede evidenciar que la Contraloría General de Santander, suspendió al Profesional 

Especializado y perteneciente a la dependencia del Grupo de Gestión Financiera y Administrativa 

bajo el principio de verdad sabida y buena fe guardada, en consideración a que el ente de control 

encontró presuntas irregularidades en la aprobación de créditos por parte de la identidad IDESAN, 

donde este funcionario laboraba y tenía como función el estudio de los créditos financieros que 

fueron denunciados. Igualmente, para la época de los hechos, el funcionario tenía dos procesos 

disciplinarios en curso por presunto manejo irregular de recursos públicos. 

  Se entrevistó al contralor de ese entonces, donde se le preguntó ¿por qué de la implementación 

de este principio?, manifestando que "una vez asumí el cargo el 28 de enero de 2020, encontré 

sobre el escritorio del despacho del contralor varias noticias sobre los malos manejos que se 

venían efectuando en IDESAN, y todo apuntaba y responsabilizaba al Profesional Especializado 

y perteneciente a la dependencia del Grupo de Gestión Financiera y Administrativa de IDESAN, 

decidí hacer una mesa de trabajo con la Procuraduría y la Fiscalía, y se tomó la decisión de hacer 

una auditoría en conjunto, donde se determinó que como el contralor tenía la facultad de 

suspender, al funcionario para que no interviniera en la investigación" 

   El funcionario suspendido, instauró acción de tutela contra el Contralor General de Santander y 

el gerente de IDESAN, para obtener la protección de sus derechos fundamentales (al debido 

proceso, seguridad jurídica, igualdad, vida digna, mínimo vital, buen nombre, honra, y derecho al 

trabajo) y en efecto levantar la suspensión por parte del contralor de las resoluciones por la cual 

fue suspendido de su cargo bajo el principio de verdad sabida y buena fe guardada. El accionante 

solicita que se le paguen los salarios y prestaciones dejados de percibir por la suspensión. 

  El juzgado en primera instancia:  El a quo consideró como problema jurídico analizar si la 

Contraloría General de Santander y IDESAN, vulneraron los derechos fundamentales, al debido 
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proceso, mínimo vital y derecho al trabajo con la suspensión del demandante, mediante los actos 

administrativos No. 0087 y No. 000100, los cuales fueron emitidos sin existir investigaciones 

formales en su contra y desconociendo su condición de prepensionado. 

En respuesta al problema jurídico planteado por el despacho, el Juez determinó: 

Que la Corte en múltiples ocasiones ha manifestado que la suspensión provisional es un 

mecanismo transitorio (medida cautelar) y en efecto la acción de tutela no es procedente contra de 

estos actos administrativos que son actos de trámite.  

  La acción de tutela sólo de manera excepcional podría ser procedente en contra de los actos 

administrativos de trámite, pero para que esta opere debe ser de igual magnitud que llegue a 

comprometer de forma sustancial un derecho fundamental y trasciende negativamente en el 

enfoque de la decisión final. Cada Juez debe examinar el caso en concreto. 

Es necesario tener en cuenta que existen precedentes jurisprudenciales del Consejo de Estado y 

de la Corte Constitucional que hablan de los actos administrativos transitorios es decir que 

suspenden temporal a un funcionario público bajo el principio de verdad sabida y buena fe 

guardada no son demandables, ante la jurisdicción de lo Contencioso Administrativa, por cuanto 

son actos preparatorios y no definen la situación jurídica del investigado. 

Es por este motivo que se declara improcedente la acción de tutela, toda vez que no confluyen 

los presupuestos jurídicos para considerar que existe una vulneración a los derechos fundamentales 

del accionante y en consecuencia el despacho negó las presentaciones, de tal manera que la 

solicitud de suspensión provisional atendió los principios de razonabilidad y proporcionalidad bajo 

el principio de verdad sabida y buena fe guardada, siendo consecuente con esto la Contraloría de 

Santander cuenta con esta facultad constitucional de acuerdo con el artículo 268-8 en concordancia 

con el artículo 272-6. El actor tenía tres investigaciones en su contra el dos por mal manejo de los 

recursos públicos constancia que certifica la Procuraduría General de la Nación - Regional 

Santander y otro por la Fiscalía quinta de la Unidad Administrativa Pública por el delito de 

peculado por apropiación. 

  El despacho estimó que la decisión de la Contraloría General de Santander, NO ES 

ARBITRARIA, pues el ente de control indicó que esa suspensión se trataba de una medida 

cautelar, que no pone fin a la investigación fiscal, razón por la cual fue improcedente revisar la 

legalidad del acto preparatorio, y no es de recibido para el Despacho que el accionante asevera que 

no existía alguna investigación en su contra. 
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 Que con respecto a la condición de prepensionado del accionante, no se le está vulnerando un 

derecho, toda vez que este no fue retirado de su cargo, si no suspendido del mismo, razón por la 

cual, la entidad donde labora “IDESAN” sigue cumpliendo con el pago de los aportes a seguridad 

social y pensional a que tiene derecho, lo cual no impide que siga sumando las semanas cotizadas 

y la edad para adquirir dicha prestación social.  

El juzgado en segunda instancia:  El juzgado octavo Penal del Circuito de Bucaramanga con 

funciones de conocimiento CONFIRMÓ el fallo de primera instancia, mediante Sentencia de 

fecha 2 de marzo de 2020. 

 

4.2. Contraloría Municipal de Bucaramanga 

Mediante correo electrónico de fecha 14 de junio de 2022, la Contraloría Municipal de 

Bucaramanga, respondió que la entidad desde la vigencia 2015 a la fecha de respuesta del derecho 

de petición, ha expedido dos (2) actos administrativos a efectos de dar aplicación al principio 

verdad sabida y buena fe guardada, de la siguiente manera:   

 

a) Suspensión de la Gerente de Metrolínea 2016. 

Solicitud Medida De Suspensión 

No Acto Hechos 

000309 del 

05 de 

octubre de 

2016. 

  Aquí el Contralor Municipal de Bucaramanga le exige al alcalde Municipal de 

Bucaramanga, la suspensión inmediata de la Gerente de METROLÍNEA S.A., bajo 

el principio verdad sabida y buena fe guardada, mientras culminan los procesos 

sancionatorios, fiscales, penales y disciplinarios que cursan en su contra, y a los cuales 

se hace alusión a continuación: 

- Proceso Fiscal- Proceso Verbal de Responsabilidad Fiscal N°2016-002 adelantado 

por la presunta responsabilidad fiscal del daño patrimonial causado a METROLÍNEA 

en la suma de $29.766.975, con ocasión al pago de las indemnizaciones - plazo 

presuntivo, como consecuencia de la terminación unilateral y sin justa causa de los 

contratos de trabajo a término indefinido de los señores JRA, OLJ y CRMM. 

- Proceso Administrativo Sancionatorio N°359 "por entorpecer e impedir el cabal 

cumplimiento de las funciones asignadas a la Contraloría Municipal de Bucaramanga, 

durante el ejercicio de la Gestión Fiscal". 
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- En atención a una denuncia relacionada con la falta de requisitos legales de la 

Gerente de METROLÍNEA para ocupar ese cargo, el grupo auditor de la Contraloría 

de Bucaramanga evidenció dos presuntos hallazgos con incidencia penal y 

disciplinaria, los cuales fueron trasladados a las entidades competentes (fiscalía y 

procuraduría) 

Solicitud Levantamiento De Medida De Suspensión 

N° Acto Hechos 

000062 de 

31 de 

marzo 06 

de 2017 

  Mediante acto administrativo de fecha 06 de marzo de 2017 el Contralor Municipal 

de Bucaramanga, revocó la solicitud de suspensión temporal de la Gerente en atención 

que la funcionaria suspendida renunció al cargo de Gerente de Metrolínea S.A., de 

donde por sustracción de materia la suspensión ya no era necesaria. 

CONCLUSIÓN: En las resoluciones emitidas por el Contralor donde exige la suspensión del 

servidor público bajo el principio verdad sabida y buena fe guardada, se evidencia que lo hace de 

manera respetuosa y formal, exponiendo la facultad que le da la constitución. 

   En el caso en concreto, se puede evidenciar que el contralor Municipal de Bucaramanga hace 

uso del principio de verdad sabida y buena fe guardada, teniendo en cuenta que la funcionaria 

tenía en su contra procesos de responsabilidad fiscal, sancionatorio, penal y sancionatorio (los dos 

últimos producto de una auditoría realizada por el ente de control por una queja recibida por el 

Consejo Municipal de Bucaramanga), y consideraba que su cargo podría obstaculizar las 

investigaciones en su contra. Sin embargo, pasados cinco meses de la suspensión, la funcionaria 

renunció a su cargo, quedando sin efecto el acto administrativo que profirió la suspensión 

temporal. 

Días después de que la funcionaria fue notificada de la decisión de suspensión bajo el principio 

verdad sabida y buena fe guardada, instauró tutela contra la Contraloría Municipal de 

Bucaramanga, donde solicitaba la protección de sus derechos fundamentales, como, el debido 

proceso, al trabajo, doble instancia, salud, dignidad humana y mínimo vital, y en consecuencia de 

ellos, se declare la inexistencia de la resolución N°000306 de 2016 en la que el ente de control, 

ordena al Sr. Alcalde de Bucaramanga suspender a la accionante, y se retrotraigan los efectos de 

la suspensión y se cancelen de manera integral y completa los salarios dejados de percibir con 

ocasión de la medida en mención. 
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El juzgado en primera instancia: El Aquo consideró como problema jurídico analizar si la 

Contraloría Municipal de Bucaramanga estaba violando los derechos fundamentales al debido 

proceso de la accionante al ordenar la suspensión provisional de su cargo, sin embargo, para 

resolver la misma, se indagó que si es procedente la acción de tutela en el caso en mención.  

En respuesta al problema jurídico planteado por el despacho, el Juez determinó, declarar 

improcedente la acción de tutela, teniendo en cuenta que la acción de tutela es considerada como 

el último recurso de defensa judicial y como instancia adicional para proteger los derechos 

presuntamente vulnerados, y la accionante contaba con otras acciones judiciales que podía agotar, 

como lo es la acción de nulidad y restablecimiento de derecho. (subrayado fuera del texto- es un 

yerro del despacho) Igualmente, estimo que la accionante tampoco aportó pruebas, donde se 

pudiera evidenciar la vulneración de los derechos para que el despacho hubiera estudiado de fondo 

el sub judice, pues en este caso en concreto no se supera el estudio de procedibilidad de la 

subsidiariedad. 

Segunda instancia: La accionante presentó impugnación a la decisión de primera instancia, 

manifestando que la Corte Constitucional ha definido la procedencia de la acción de tutela para el 

control de actos de trámite, en razón precisamente de la carencia de otro mecanismo jurisdiccional 

idóneo para el control, por lo que sostiene que el juez de primera instancia desconoce los 

parámetros normativos. Igualmente, argumentó que si el juez de primera tenía dudas de las 

manifestaciones realizadas por la accionante en el escrito de tutela debió ordenar oficiosamente la 

práctica de las pruebas para aclarar sus dudas que tenía. 

De acuerdo a lo anterior, el ad quem resolvió: 1) REVOCAR la providencia de primera 

instancia que declaró improcedente la presente acción constitucional por considerar  que existía 

otro mecanismo como la nulidad y restablecimiento del derecho, procedimiento que recalco no 

idóneo, en consideración a que al acto administrativo de suspensión bajo el principio de verdad 

sabida y buena fe guarda,  es un acto de trámite o preparatorio, el cual no le procede ningún tipo 

de recurso (subrayado fuera del texto), tal como lo ha manifestado el Consejo de Estado y la Corte 

Constitucional en reiteradas jurisprudencias. Sin embargo, este despacho manifestó que la acción 

de tutela en principio es improcedente para el control en estos tipos de actos administrativos, donde 

en cada caso en concreto se debe analizar de fondo, si existe una presunta vulneración a un derecho 

constitucional fundamental, y revisado el caso de la accionante se concluyó que no se vulneran 

ningún derecho fundamental. 2) NEGAR la tutela pues consideró que el acto administrativo 
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emitido por la Contraloría Municipal de Bucaramanga, bajo el principio verdad sabida y buena fe 

guardada no violó ningún derecho fundamental del accionante, teniendo en cuenta que los 

contralores gozan de este principio y pueden exigir la suspensión inmediata de funcionarios 

mientras culminan las investigaciones o procesos que lleven en su contra, como fue este caso. 

 

b) Suspensión del Gerente de la EMAB S.A. E.S.P. 2018. 

Solicitud Medida De Suspensión 

No. acto Hechos 

000111 de 

2018 

  La Contraloría por medio del alcalde, le exigió a la Junta Directiva de la EMAB 

SA. E.S.P, la suspensión del Gerente de la entidad, mientras culminaban los 

procesos fiscales y sancionatorios en su contra. Esta suspensión se realizó bajo el 

principio de verdad sabida y buena fe guardada. 

  En la Procuraduría Provincial de Bucaramanga a fecha de 16 de mayo de 2018, 

manifestaron la existencia de las investigaciones en contra del Gerente de la EMAB 

S.A. E.S.P., bajo radicado IUC-2018-1072157, en etapa de investigación. 

 En la Fiscalía se encuentran dos procesos: radicados: (i) 680016008828201801751, 

Fiscalía 42, contrato sin incumplimiento de requisitos legales art 410. (ii) 

6800160088777201700050, Fiscalía 2, intereses indebidos en la celebración de 

contratos art 409. 

 Hubo múltiples denuncias anunciando irregularidades por parte del servidor 

público el cual se logró evidenciar con las auditorías realizadas. 

Conclusión: Se logra evidenciar que efectivamente la Contraloría aplica este principio de verdad 

sabida y buena fe guardada, para poder realizar una investigación de manera transparente. Este 

ente de control, tiene en cuenta los preceptos que ha dicho el Consejo de Estado y la misma Corte 

Constitucional.-"La orden de suspensión del cargo presupone la existencia de investigaciones 

fiscales o procesos penales o disciplinarios" de acuerdo a esto se evidencia que el servidor público 

contaba con más investigaciones en su contra, entonces se puede decir que la contraloría actuó de 

manera correcta y no arbitraria pues esta suspensión era necesaria para proteger los bienes del 

Estado y se realizará las investigaciones sin percances. 
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4.3. Contraloría Municipal de Floridablanca 

Mediante comunicación de fecha 22 de junio de 2022, este ente de control informa que “(…) 

una vez revisada las bases de datos que reposan en esta oficina se verifica que NO se ha realizado 

suspensión de ninguno de los funcionarios de las entidades estatales Presuntamente responsables 

fiscales vinculados a los procesos, como quiera que hasta no proferir imputación de 

responsabilidad y tener certeza estamos ante la “PRESUNCIÓN” 

Al contrastar la respuesta dada por el ente de control, con el artículo 48 de la Ley 610, la 

Contraloría municipal de Floridablanca entiende que los presupuestos para suspender a un 

funcionario sujeto a control fiscal son como mínimo los mínimos para proferir pliego de cargos, 

es decir, para la contraloría no es una decisión discrecional sino reglada. Por este motivo la 

Contraloría de Floridablanca no accionará este principio porque considera que por el hecho que un 

funcionario tenga procesos en su contra no lo hace responsable penal, fiscal o disciplinariamente, 

hasta que se demuestre lo contrario y para esto último tiene derecho a un debido proceso. 

Es pertinente recordar que los Contralores tiene la facultad de decidir si accionan el principio o 

no, cada contralor determina si es razonable y proporcional la suspensión del funcionario, siendo 

responsable de la decisión y las consecuencias que pueda llevar a generar esta acción. 

 

4.4. Contraloría de Girón  

Según información solicitada a esta entidad de control fiscal, manifiestan mediante respuesta 

de derecho de petición de fecha 23 de junio de 2022 que “(…) se revisó la totalidad de los procesos 

de Responsabilidad Fiscal, tanto el archivo general y el archivo de gestión que reposa en la 

OFICINA JURÍDICA Y DE PROCESOS, encontrando que no se ha hecho ejercicio de la potestad 

consagrada en el artículo 268 numeral 8 de la Constitución Política, pues no se ha suspendido 

funcionario o representante legal vinculado a los entes y/o sujetos de control vigilados por esta 

entidad.”. 

 

4.5. Críticas 

Si bien es cierto que el principio verdad sabida y buena fe guardada es de rango constitucional, 

se pudo analizar y estudiar en la jurisprudencia, tutelas y artículos referenciados en este trabajo 

donde se aplicó el principio en mención, que existen aspectos arbitrarios que afectan al sujeto 

obligado, como: 
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El auto que emite el Contralor donde exige al nominador la suspensión del funcionario público 

bajo el principio de verdad sabida y buena fe guardada, no requiere de ser motivado, 

evidenciándose que existe una arbitrariedad ante el funcionario suspendido, debido a que le cierra 

la posibilidad de controvertir los motivos por los cuales se tomó esa decisión. 

La aplicación del principio verdad sabida y buena fe guardada, efectivamente es una 

herramienta que le permite al Contralor suspender al funcionario cuando este considere que el 

funcionario puede entorpecer las investigaciones o procesos que lleve en su contra; sin embargo, 

se evidencia la vulneración al debido proceso, basándose en la suspensión que el funcionario tiene 

una investigación o proceso en curso, procedimiento que no ha sido resuelto y que no ha 

demostrado el daño o detrimento al patrimonio económico del Estado. Las pruebas que se 

demanden deben efectivamente evidenciar que la permanencia en el cargo pone en riesgo el 

proceso o el patrimonio público, pues las pruebas que se tienen en el momento de la suspensión 

no son suficientes puesto que no han sido controvertidas.  

Ciertamente, la jurisprudencia ha destacado que la suspensión del cargo es temporal, mientras 

se resuelve su situación disciplinaria, penal o fiscal, sin especificar el tiempo máximo que pueda 

durar esa suspensión, teniendo en cuenta que un proceso de responsabilidad fiscal puede durar 

hasta cinco años. 

No existe una normatividad que regule de manera clara el principio de verdad sabida y buena 

fe guardada, actualmente solo ha tenido desarrollo jurisprudencial y Constitucional, la cual faculta 

al Contralor para activar el principio bajo una premisa y materializar la suspensión al servidor 

público. 
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CONCLUSIONES 

 

El principio verdad sabida y buena fe guardada surge en la edad moderna, en el mercantilismo 

español, donde los comerciantes de la época lo aplicaban para agilizar la toma de decisiones en la 

solución de conflictos comerciales, eliminando formalidades jurídicas. 

El principio verdad sabida y buena fe guardada llega a Colombia durante su vida colonial y es 

acogido por los comerciantes criollos y la República, para trascender a otras disciplinas, en la parte 

judicial y administrativa. El Estado colombiano adoptó esta disciplina con el fin de perseguir la 

rectitud y honradez de las personas en el cumplimiento de las funciones correspondientes.  

El Estado colombiano incorpora este principio en la Constitución Política de 1991, la cual 

delega a los órganos de control fiscal para exigir la suspensión inmediata de funcionarios bajo el 

principio verdad sabida y buena fe guardada, mientras culminan las investigaciones o los 

respectivos procesos penales o disciplinarios; siendo las contralorías el sujeto activo y los 

funcionarios públicos suspendidos los sujetos obligados. 

La sentencia C-603 de 2000 deja por sentado dos precedente , el primero de ellos es que los 

contralores distritales, departamentales y  municipales cuentan con la misma facultad del contralor 

general de la república para exigir la suspensión de un servidor público bajo el principio verdad 

sabida y buena fe guardada, otorgado en el art. 272 de la C.P.C , el segundo es que cada contralor, 

distrital, departamental o municipal goza dentro de su respectiva órbita de competencia, para la 

exigencia del principio mencionado anteriormente con la finalidad de la suspensión de 

funcionarios mientras culminan las investigaciones penales,  disciplinarias o fiscales. 

Para que el Contralor exija la suspensión de un funcionario bajo el principio verdad sabida y 

buena fe guardada no es necesario que este funcionario cuente con procesos penales, disciplinarios 

y fiscales, con el solo hecho que en su contra se encuentre uno solo procesos de estos el contralor 

podrá accionar este principio. 

El funcionario que fue absuelto de las investigaciones que cursaban en su contra podrá acudir 

a la administración de justicia y demandar al Estado con el fin de obtener la reparación de 

perjuicios a través del medio de control de reparación directa. Del mismo modo, el Estado podrá 

repetir contra el funcionario que exigió la suspensión de conformidad con el artículo 90 superior. 
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Los funcionarios suspendidos bajo el principio de verdad sabida y buena fe guardada tiene 

derecho a que la entidad pública haga los respectivos pagos a los aportes de seguridad social y 

pensional, toda vez que este no ha sido retirado de su cargo, si no suspendido del mismo. 

Los actos administrativos que suspenden al funcionario público bajo el principio verdad sabida 

y buena fe guardada corresponden a actos administrativos de trámite, y la acción de tutela no es 

procedente en contra estos. Sin embargo, si al suspendido se le vulnera un derecho fundamental, 

de manera excepcional la Corte Constitucional entra a analizar el caso de fondo. 

  Es pertinente recordar que los Contralores tiene la facultad de decidir si accionan el principio o 

no, cada contralor determina si es razonable y proporcional la suspensión del funcionario, siendo 

responsable de la decisión y las consecuencias que pueda llevar a generar esta acción. 
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